
“A  cada  cliente  le  ha
afectado  la  pandemia  de
manera distinta, pero estamos
ahí de la misma forma”
Jully Achiri es asesora de Financiera Confianza, la entidad de
la Fundación Microfinanzas BBVA en Perú. Con la pandemia, su
trabajo,  que  hasta  ahora  era  en  un  70%  visitar  a  los
emprendedores en sus negocios o casas, ha pasado a ser a
distancia. Sin embargo, la confianza que ha construido con
todos  ellos  a  lo  largo  del  tiempo  es  hoy  una  valiosa
herramienta para seguir atendiendo todos sus requerimientos.

Lee la entrevista completa para conocer mejor la labor de los
asesores como Jully y el impacto que el COVID-19 ha tenido en

su vida y en la de los emprendedores a los que atiende.

Especial  COVID-19:  Panorama
normativo  de  los  países  en
los que la FMBBVA desarrolla
su actividad
El  COVID-19  ha  marcado  un  antes  y  un  después  en  varios
aspectos  de  la  vida.  La  enfermedad  no  solo  ha  ocasionado
nefastas consecuencias para la salud, también se espera que
vaya a sumir a los países afectados en una crisis económica y
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social, de una forma distinta en cada caso, pero a la que
todos deben hacer frente. Para intentar paliar los efectos
derivados  de  la  pandemia,  que  no  entiende  de  fronteras  o
clases  sociales,  la  actividad  normativa  de  los  países  ha
supuesto  la  medicina  para  tratar  de  curar  los  daños
ocasionados y una vacuna para evitar mayores contagios.

Las medidas adoptadas en cada país han sido muy similares,
aunque  adaptadas  a  sus  circunstancias  y  a  su  manera  de
entender los efectos que ocasiona; unas medidas, que se han
ido aprobando con la evolución de la enfermedad.

Desde la FMBBVA estamos realizando un exhaustivo seguimiento
del panorama normativo en los cinco países donde desarrollamos
nuestra actividad, para poder aplicar en las seis entidades
del Grupo las medidas que puedan reducir el impacto que el
COVID-19 ha ocasionado en la vida de los 2,2 millones de
emprendedores a los que atiende la Fundación.

Estado de Alarma
La primera decisión tomada por todos los gobiernos fue la
declaración de Estado de Alarma o de Emergencia Sanitaria a
mitad  del  mes  de  marzo.  Estas  declaraciones,  prorrogadas
varias veces, se han traducido en la suspensión de plazos
procesales y administrativos, en restricciones de movilidad y
toques de queda, en prohibiciones de organización de eventos
multitudinarios,  limitaciones  de  aforo  en  establecimientos
comerciales, suspensión de ciertas actividades económicas e
incluso en la regulación de salidas para el abastecimiento de
víveres  o  medicamentos  según  sexo  o  número  de  cédula
identificativa.  Actualmente  [1],  Perú,  Panamá,  Colombia  y
República Dominicana siguen en Estado de Emergencia; y Chile,
por  su  parte,  en  estado  de  excepción  constitucional  de
catástrofe por calamidad pública.
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Sector financiero
Uno de los grandes actores está siendo el sector financiero,
considerado un servicio esencial, y que por lo tanto ha tenido
que tomar un gran número de medidas para hacer frente a la
situación. Por un lado, hemos visto medidas de alivio a los
deudores y por otro, programas de crédito con garantías de los
estados  para  dotar  de  liquidez  al  sistema;  programas  de
crédito en los que las empresas financieras han actuado como
canal para prestar las cantidades autorizadas al efecto, ya
sea para capital de trabajo o para el pago de nóminas de las
empresas.

Efectivamente, la capacidad de pago de los deudores se ha
visto mermada por un parón en la actividad y, ante la falta de
ingresos, los países han aprobado medidas excepcionales de
alivio  para  facilitar  el  pago  de  los  créditos,  como
reprogramaciones con períodos de gracia de entre 90 y 180 días
durante  los  cuales  el  cliente  no  paga  las  cuotas  de  sus
créditos. Así, la SBS  [2] de Perú instó a las entidades
financieras  a  la  reprogramación  de  créditos  a  través  de
Oficios  Múltiples,  al  igual  que  instruyó  la  SFC  [3]  en
Colombia, en las numerosas Circulares Externas emitidas. En
Panamá se crearon los llamados “créditos modificados”, una
figura que ha permitido cambiar las condiciones originalmente
pactadas, y a la que siguió una iniciativa solidaria en la que
algunos bancos, miembros de la Asociación Bancaria de Panamá,
otorgaban una moratoria automática de 90 días -posteriormente
ampliada hasta el 31 de diciembre de 2020– a los préstamos
hipotecarios, personales y comerciales, tarjetas de crédito,
préstamos a la pequeña y mediana empresa, entre otros. Un caso
similar es el de Chile, donde el Consejo de la CMF [4] aprobó
un tratamiento regulatorio que facilitaba la posibilidad de
postergar  hasta  tres  cuotas  en  el  pago  de  los  créditos
hipotecarios así como una flexibilización regulatoria con el
fin de aumentar el plazo de los créditos de consumo en cuotas
a PYMES y personas físicas de hasta seis meses.
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A causa del aislamiento, que ha impedido los desplazamientos y
ha dificultado la firma física de las nuevas condiciones, y
para poder actuar con rapidez, las normativas de Colombia,
Perú,  República  Dominicana  y  Panamá  han  facultado  a  las
entidades financieras a realizar reprogramaciones automáticas
en las que, salvo que los clientes comunicaran lo contrario,
se consideraba que autorizaban los términos y condiciones de
estas modificaciones crediticias.

Las  reprogramaciones  han  requerido  ciertas  acciones  para
establecer los criterios a efectos de mora o una modificación
en  el  régimen  de  provisiones  para  su  tratamiento  en  las
propias entidades financieras. Así en República Dominicana se
dictaron medidas que permitían mantener la misma calificación
de riesgo respecto de los deudores cuyos créditos hubiesen
sido  reestructurados  hasta  el  31  de  marzo  de  2021,
considerando, a efectos de esta congelación de calificación de
riesgos y provisiones, la situación del crédito a fecha 29 de
febrero de 2020. Por su parte, la Comisión para el Mercado
Financiero  de  Chile,  flexibilizó  el  tratamiento  de  las
provisiones exigidas a las entidades financieras en cuanto a
las  reprogramaciones,  sin  considerarlas  renegociaciones  a
efectos  de  provisiones.  Y  en  Panamá,  las  revisiones  de
términos y condiciones de los préstamos podían llevarse a cabo
manteniendo la clasificación del crédito al momento de entrada
en  vigor  de  la  norma,  además  de  autorizar  el  uso  de  la
provisión  dinámica  o  “colchón  anticíclico”,  para  la
constitución  de  provisiones  específicas.

Medidas de liquidez
La mayor parte de las medidas destinadas a inyectar liquidez
con  el  otorgamiento  de  préstamos  canalizados  a  través  de
entidades financieras han ido acompañadas con la garantía de
los estados:

Chile: el Banco Central de la República de Chile aprobó
la creación de la Facilidad de Crédito Condicional al
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Incremento  de  las  Colocaciones  Bancarias  (FCIC)  para
procurar la financiación a hogares y pequeñas empresas;
la inyección de 150 millones de dólares adicionales al
programa de Crédito Corfo MiPyme que permite ampliar y/o
mejorar la oferta de financiamiento para las MIPYMES a
través de Intermediarios Financieros No Bancarios que
otorguen operaciones de Crédito, Leasing y/o Factoring,
el respaldo estatal, a través del Fondo de Garantías
para Pequeños Empresarios (FOGAPE), para que las pymes y
mipymes  puedan  acceder  a  préstamos  destinados  a
financiar el capital de trabajo, o la estructuración del
Fondo  Crece,  dotado  de  US$  1.000  millones  entre
aportantes como bancos, compañías de seguro y fondos de
inversión y pensiones, entre otros, y que cuenta con una
garantía estatal.
Perú:  el  Gobierno  de  Perú  creó  del  Fondo  de  Apoyo
Empresarial a la Mediana y Pequeña Empresa (FAE-MYPE)
con el fin de garantizar los créditos para capital de
trabajo otorgados a las MYPE, así como reestructurar y
refinanciar sus deudas; un fondo dotado en un primer
momento de S/ 300 000 000,00 ampliado hasta los S/800
000  000,00.  Junto  con  este  Fondo  cabe  destacar  el
Programa Reactiva Perú, que otorgaba la garantía del
Gobierno Nacional a las carteras de crédito hasta por la
suma de S/ 30 000 000 000,00 o la ampliación del Fondo
Crecer, con la cual se han podido otorgar garantías de
hasta S/ 30,000 por deudor aplicables hasta el 30 de
septiembre de 2020.
Colombia: se aprobó un plan de garantías canalizado a
través  de  intermediarios  financieros  -entre  ellos
Bancamía-,  para  respaldar  créditos  que  atiendan  las
necesidades de liquidez y capital de trabajo de las
micro, pequeñas y medianas empresas (Mipymes). Además, a
través  del  Fondo  Nacional  de  Garantías,  se  creó  el
Producto  Especial  de  Garantía  “Unidos  por  Colombia”
consistente  en  el  otorgamiento  de  garantías  para
microempresas formales e informales, capital de trabajo,
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pago de nóminas y trabajadores independientes. Y, con el
objeto de aliviar los efectos negativos de la crisis en
los distintos sectores económicos Bancóldex lanzó líneas
de crédito Colombia Responde, dirigidas al mantenimiento
de la liquidez de las empresas.
República Dominicana: los programas de ayuda, así como
el apoyo a los ciudadanos y a las empresas, se han
financiado  con  RD$32,062.5  millones  procedentes  del
Instituto  Dominicano  de  Prevención  y  Protección  de
Riesgos Laborales (Idopril) (RD$12,000 ), y del Banco
Central RD$12,000 y con US$150 millones de un préstamo
que fue contratado con el Banco Mundial en el año 2017
para casos de emergencia. En adición a estas cantidades,
la Junta Monetaria habilitó una ventanilla de liquidez
de  hasta  RD$20,000  millones  estructurada  mediante
operaciones  de  reporto  con  las  entidades  de
intermediación  financiera  para  el  otorgamiento  de
préstamos destinados a sectores como el de construcción,
agropecuario o turismo.

Protección al empleo
La protección del empleo ha sido otro de los asuntos en las
agendas  de  los  gobiernos,  que  se  ha  materializado  en  la
aprobación de múltiples normas con el fin de proteger la salud
de los empleados, por un lado, y medidas de protección del
empleo, por otro. Una tarea nada fácil considerando todas las
partes involucradas: los derechos de los trabajadores y las
dificultades  económicas  de  los  empleadores.  La  medida  más
evidente ha sido promover y regular el teletrabajo, exigiendo
a los empleadores priorizarlo en la medida de lo posible y,
para aquellas labores cuya naturaleza no sea compatible con
esta  modalidad,  se  ha  impuesto  el  deber  del  empleador  de
otorgar una licencia que mantiene la relación laboral con el
trabajador y su remuneración. En Perú, concretamente, se ha
dispuesto la modificación de la jornada laboral. En esta misma
línea han actuado el resto de países: en Chile, se aprobó la

https://www.bancoldex.com/beneficiarios-colombia-responde
https://www.hacienda.gob.do/gobierno-lanza-un-paquete-historico-de-ayuda-economica-para-proteger-a-la-republica-dominicana/
https://cdn.www.gob.pe/uploads/document/file/566447/DU026-20201864948-1.pdf
https://busquedas.elperuano.pe/normaslegales/dictan-medidas-complementarias-destinadas-al-financiamiento-decreto-de-urgencia-n-029-2020-1865087-1/


ley  que  regula  el  trabajo  a  distancia;  en  Panamá,  se
establecieron medidas para evitar el contagio del COVID-19; en
República Dominicana, se promovió el disfrute de vacaciones
remuneradas; y el Ministerio de Trabajo colombiano fomentó,
junto con el teletrabajo -figura que ya estaba reconocida-, la
jornada laboral flexible, como medida de protección de la
salud de los trabajadores.

Los poderes públicos también han facilitado la adopción de
mecanismos  para  permitir  la  suspensión  de  los  contratos
laborales otorgando, a la par, las garantías necesarias para
que los empleados puedan recuperar sus puestos de trabajo y no
ver restringidos sus derechos:

Perú: se ha reconocido la aplicación de la denominada
“Suspensión perfecta de labores”, figura de aplicación
excepcional  que  permite  una  suspensión  temporal  del
vínculo laboral sin remuneración siempre y cuando sea
imposible realizar el trabajo de manera remota o en
supuestos en que no sea posible aplicar la licencia con
goce compensable.
Chile: la Dirección de Trabajo sugirió alternativas de
cumplimiento  de  las  obligaciones  derivadas  de  los
contratos  de  trabajo  donde  asimismo  se  presentó  un
Proyecto de Ley para exigir una resolución judicial en
los casos en que se quiera alegar la concurrencia de un
caso fortuito o fuerza mayor como causal de despido o de
no pago de remuneraciones.
Colombia: además de prohibirse la coacción por parte del
empleador  a  tomar  licencias  no  remuneradas  a  sus
trabajadores, el Gobierno aprobó, a través del Fondo
Nacional de Garantías, el aval del 90% para préstamos
concedidos  a  micro,  pequeñas  y  medianas  empresas
destinados al pago de nóminas. Medidas a las que se
suman el Programa de auxilo a trabajadores en suspensión
contractual y el de Apoyo para el Pago de la Prima de
Servicios; o subsidios que pretenden la protección al
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cesante.

Medidas fiscales
El  sistema  tributario  ha  experimentado  también  numerosas
modificaciones con el fin de aliviar las obligaciones de los
sujetos pasivos. Panamá, Chile, República Dominicana, Colombia
y  Perú  han  aprobado  aplazamientos  de  pago  de  deudas
tributarias  y  reducciones  transitorias  de  determinados
impuestos -principalmente del Impuesto sobre la Renta y sobre
el  Valor  Añadido-  que  flexibilizan  el  régimen  aplicable
durante los estados de emergencia decretados.

A estos alivios fiscales hay que añadir otras medidas para
brindar mayor liquidez a las empresas que contemplan adelanto
de devoluciones, la no aplicación de sanciones, la parcial
condonación  de  recargos  por  incumplimientos  de  las
obligaciones  tributarias  originadas  durante  el  periodo  de
emergencia  o  la  no  pérdida  del  fraccionamiento  de  deudas
tributarias ante incumplimientos debido a esta situación, como
las medidas adoptadas en Perú, República Dominicana y Panamá.

Bienestar social
Otra  de  las  preocupaciones  que  ha  ocupado  un  lugar
protagonista entre las decisiones adoptadas por los Ejecutivos
ha  sido  el  bienestar  social.  Han  sido  muchas  las  medidas
enfocadas  en  la  población  vulnerable.  Así,  en  República
Dominicana,  se  creó  el  Programa  “Quédate  en  Casa”  para
asegurar  la  alimentación  de  hogares  integrados  por
trabajadores informales; o en Colombia con el Programa Ingreso
Solidario y el Programa Colombia Mayor. La República del Perú
aprobó un bono independiente para hogares en situación de
pobreza,  país  donde  para  facilitar  los  pagos  de  fondos
otorgados por el Gobierno, se tomaron medidas extraordinarias
facultando a las entidades para abrir cuentas de manera masiva
o individualmente a favor de beneficiarios de fondos en las
que  efectuar  el  respectivo  pago,  sin  necesidad  de  la
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celebración previa de un contrato o aceptación del titular.
Estos programas suponen la aprobación de subsidios monetarios
entregados  a  las  personas  -siempre  y  cuando  reúnan  las
condiciones requeridas- o distribuciones de bienes de primera
necesidad entre la población más vulnerable.

También con el objetivo de dotar de liquidez a las familias,
el sistema de pensiones se ha visto alterado al permitir el
retiro  de  los  fondos.  En  este  sentido,  en  Perú  se  ha
posibilitado la realización de un retiro extraordinario de
fondos en el Sistema Privado de Pensiones hasta el 25% del
total acumulado en las cuentas individuales y en Colombia se
introdujeron  medidas  para  disminuir  temporalmente  la
cotización al Sistema General de pensiones para proteger a los
pensionados bajo la modalidad de retiro programado.

Chile  promulgó  la  Ley  para  alcanzar  un  ingreso  mínimo
garantizado,  lanzando  además  el  Programa  “Alimentos  para
Chile”, Panamá lanzó el Plan Panamá Solidario y en República
Dominicana  se  creó  el  Fondo  de  Asistencia  Solidaria  al
Empleado “FASE” con el de propósito asegurar el empleo, los
ingresos y la alimentación de las familias dominicanas durante
el período de emergencia del coronavirus.

Durante estos casi tres meses desde que se inició lo que
algunos expertos han tachado como la peor crisis financiera
desde  la  Gran  Depresión,  hemos  estado  pendientes  de  las
gacetas,  anuncios  de  organismos  públicos  o  redes  sociales
oficiales, entre otros, y hemos podido comprobar cómo este
aluvión normativo ha venido acompañado de una información y
advertencia  constante  a  la  población  y  a  los  actores
económicos: desde desmentir bulos o consejos sanitarios, hasta
recordatorios respecto a los plazos de solicitud de subsidios.

Durante este tiempo nuestras entidades, más allá de actuar
conforme a las disposiciones legales, han hecho un esfuerzo
adicional para acompañar a sus clientes y brindarles un apoyo
aún mayor; emprendedores que han trabajado arduamente a pesar
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de las dificultades, e incluso se han reinventado abordando
esta crisis como una oportunidad.

Hemos visto, además, una evolución normativa que ha ido a la
par de la evolución del virus: con el paso de las semanas, las
medidas han sido adoptadas en función de las necesidades de
cada país y, lo que es mejor, desde hace algunos días las
últimas  medidas  aprobadas  han  sido  catalogadas  como  de
“desescalamiento”. Esto supone que, aunque el reto acaba de
empezar, los países cuentan con los instrumentos jurídicos
adecuados para enfrentarse a él.

 

 

[1] A fecha 10 de junio de 2020

[2] Superintendencia de Bancos, Seguros y Pensiones y AFP

[3] Superintendencia Financiera de Colombia

[4] Comisión para el Mercado Financiero

La  inclusión  financiera  de
las mujeres de América Latina
en tiempos de COVID-19
ONU Mujeres señala que la crisis sanitaria está teniendo un
mayor efecto en las mujeres, agravando su vulnerabilidad y las
desigualdades preexistentes.

Frente  la  pandemia,  la  Fundación  Microfinanzas  BBVA  ha
revisado su oferta de valor para contener su impacto en la
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actividad de sus entidades y especialmente en la vida de los
más de 2,2 millones de personas a las que atiende, la mayoría
mujeres.

Facilitar el acceso a la tecnología, una comunicación clara y
efectiva  y  la  rapidez  con  la  que  las  emprendedoras  están
reenfocando sus negocios se posicionan como claves principales
para enfrentar esta situación.

Sigue leyendo aquí.

“Mi negocio es más que eso,
es  una  labor  social  para
empoderar a la mujer a través
del trabajo”

Portabilidad financiera
El pasado 9 de junio se publicó la Ley 21.236, de Portabilidad
financiera, cuyo Proyecto comentamos en Progreso 21, y que
tiene por objeto facilitar la contratación de productos o
servicios financieros con un nuevo proveedor finalizando a la
vez la contratación con un proveedor anterior.

La norma ha visto acelerada su tramitación a raíz del impacto
de la Covid- 19, al permitir el acceso a mejores ofertas
financieras;  reconoce  la  portabilidad  como  un  derecho  del
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cliente y entre los aspectos que regula, destacan:

Proveedores
La nueva Ley contempla como Proveedores, no solo a bancos;
sino también a compañías de seguros, agentes administradores
de mutuos hipotecarios, cajas de compensación de asignación
familiar, cooperativas de ahorro y crédito o instituciones
colocadoras de fondos por medio de operaciones de crédito de
dinero  de  manera  masiva  así  como  cualquier  otra  entidad
fiscalizada por la Comisión para el Mercado Financiero (CMF).

Productos  financieros  objeto  de  portabilidad.
Créditos hipotecarios
La norma incluye todos los productos financieros respecto de
los que se reconoce la portabilidad: cuentas de ahorro, cuenta
vista, chequera electrónica, línea de crédito, tarjetas de
crédito y débito, depósito a plazo, entre otros. Entre ellos,
destacan los créditos hipotecarios, productos a los que se
introducen ciertas limitaciones. De esta manera, si el crédito
inicial  está  caucionado  por  una  garantía  sin  cláusula  de
garantía general y los términos del nuevo crédito implican
condiciones más gravosas para el cliente, tales como aumentos
de las tasas de interés, modificaciones de plazos o aumento en
el  monto  del  crédito,  estos  términos  serán  inoponibles  a
terceros  acreedores  hipotecarios  o  prendarios  de  grado
posterior  existentes  con  anterioridad  al  proceso  de
portabilidad, o a terceros que hubieren otorgado la respectiva
garantía, salvo que hubieren dado su consentimiento. En cuanto
a  garantías  bajo  sistema  registral,  la  constancia  de  una
subrogación especial de crédito con garantías reales sujetas a
registro, deberá ser solicitada por el nuevo proveedor ante la
entidad  responsable  del  registro.  Para  practicar  esta
inscripción sólo será exigible la presentación del contrato
del nuevo crédito y el respectivo comprobante de pago. La
constancia  de  la  subrogación  especial  de  crédito  en  el
respectivo  registro  se  entenderá  sólo  para  efectos  de



publicidad  y  oponibilidad  a  terceros.

Modalidades
Tal y como se contemplaba el Proyecto, la Ley distingue dos
tipos de portabilidad: sin subrogación y con subrogación. La
portabilidad  sin  subrogación  tiene  por  objeto  contratar
productos o servicios financieros con un nuevo proveedor y
obtener  el  término  de  uno  o  más  productos  o  servicios
financieros que el cliente mantenga vigentes con el proveedor
inicial, extinguiendo en consecuencia todas las garantías que
caucionan dichos productos o servicios. Por su parte, en la
portabilidad con subrogación, el cliente contrata un nuevo
crédito con un nuevo proveedor para pagar un crédito que el
cliente mantiene con un proveedor inicial, produciéndose con
ello una subrogación especial de crédito.

Aceptación y revocación de la oferta
Con la aceptación de la oferta de portabilidad, el cliente
otorga un mandato de término al nuevo proveedor respecto de
los productos y servicios especificados que facultará al nuevo
proveedor  para  realizar  todos  los  pagos,  comunicaciones  o
requerimientos  correspondientes,  en  nombre  y  representación
del cliente. El nuevo proveedor será responsable de verificar
la identidad y capacidad jurídica del cliente que acepta la
oferta y otorga el referido mandato.

Además, el cliente podrá arrepentirse de la aceptación de la
oferta  y  si  el  cliente  ejerciera  este  derecho,  el  nuevo
proveedor estará obligado a devolverle cualquier suma abonada,
dentro de los cinco días hábiles bancarios siguientes. Se
entenderá que el cliente se ha arrepentido de la aceptación de
la oferta de portabilidad, si no contrata dichos productos o
servicios financieros dentro del plazo de suscripción.

Protección de datos
La Ley exige a los proveedores de servicios financieros la



implementación de las medidas necesarias para garantizar la
seguridad  y  la  reserva  en  el  tratamiento  de  datos.  Se
entenderá que la presentación de una solicitud implica el
consentimiento del titular para el tratamiento de sus datos
personales, con la exclusiva finalidad de llevar a cabo un
proceso de portabilidad, de manera que los datos recabados
para un proceso de portabilidad que no prospere deberán ser
eliminados del sistema del oferente.

Reglamento
Tal y como se preveía en el Proyecto de Ley, se prevé un
desarrollo reglamentario. Así, los Ministerios de Hacienda y
de Economía, Fomento y Turismo deberán regularar todos los
aspectos necesarios para la correcta aplicación de la ley,
incluyendo materias tales como los requisitos y plazos de las
notificaciones,  comunicaciones  o  aceptaciones.  Asimismo,  el
futuro reglamento deberá contemplar de manera específica la
aplicación  de  la  portabilidad  de  los  distintos  tipos  de
productos financieros, en caso de que sus particularidades así
lo justifiquen.

 

Por último, destacar, las escasas modificaciones introducidas
al Proyecto de Ley. El contenido de la Ley promulgada es muy
similar  al  Proyecto,  si  bien  no  prevé  la  excepción  de
aplicación de la norma respecto a los créditos otorgados bajo
la  modalidad  de  bonos  hipotecarios  o  letras  de  créditos
hipotecarios, así como tampoco respecto de créditos que hayan
sido otorgados al cliente por más de un proveedor inicial.



Data as a contribution to the
common good
We are living in uncertain times due to the repercussions of
the pandemic we are confronting. Governments, companies and
citizens have been surprised by the speed of transmission and
the impact of this unpredictable “black swan”. And yet, we
must be optimistic because we have advantages and capabilities
far superior to those of previous generations when faced with
similar phenomena. A fundamental asset is the speed and scale
at which we generate and can share information today.

In companies, under normal circumstances, and for years now,
we  rely  on  the  use  of  data  and  analytics  for  multiple
purposes. In the case of BBVA, we seek to offer clients useful
decision-making information to improve their financial health.
We also want to innovate in the fight against fraud in order
to protect the money they have entrusted to us. Additionally,
we  equip  our  employees  with  management  and  communication
solutions based on artificial intelligence to best serve our
clients, including automation of low-value tasks so that they
can focus on the most relevant functions. These are just a few
examples of a much broader reality that extends analytical
capabilities  to  all  of  the  group’s  business  units  and
entities.  Indeed,  the  BBVA  Microfinance  Foundation  is  no
exception, as highlighted by Isabel García in the editorial
for issue 20 of this magazine, where she describes the uses of
advanced analytics in order to achieve poverty eradication.

However, we are going through exceptional circumstances to
which our organization and all its employees are responding
and trying to help in many different ways: from acquiring and
distributing  resource  materials,  to  disbursing  advance
payments of pensions and benefits. If the data that we collect
has  the  potential  to  better  understand  how  the  current
situation is evolving, why not consider it as another input in
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BBVA’s contribution to overcome this challenge?

From  the  onset  of  the  pandemic,  many  governments  have
complemented  sanitary  measures  with  digital  tools,
achieving–in some cases –notable results in containing the
spread of the disease. In parallel, private sector initiatives
to mitigate the effects of the pandemic proliferated, as well
as calls to action to establish liaisons between public and
private entities to properly assess the degree of compliance
of  the  exceptional  measures  adopted,  and  assess  its
effectiveness  in  the  fight  against  contagion.

To do this, the public sector is collecting data through the
digital  applications  that  many  governments  have  developed,
either  directly  or  in  cooperation  with  the  enterprising
community. From the business side, we continue to collect
information through our regular digital services channels, an
asset which helps us guarantee the continuity of our activity
and service to our clients in this new context. Once the
information generated is duly anonymised and aggregated, it is
capable of describing dynamics that can give insight into the
daily situation without using personal data.

For  example,  the  data  processed  by  telecommunications
companies is capable of describing mobility flows, and can
track  the  compliance  of  confinement  measures,  not
individually, but by area. On the other hand, the data on bank
card  payments  used  by  our  colleagues  at  BBVA  Research  is
helping to monitor the evolution of consumption in light of
the  widespread  temporary  closure  of  on-site  commercial
activity, and will also help measure how fast the society
assimilates the gradual return to economic normality.

In this sense, there are various open database models for the
common good. In some of them, both the technological and the
analytical weight fall on the side of the corporations, but in
others, the analytical functions can be carried out by any
entity,  such  as  non-governmental  organizations,  research
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centers or universities, if they facilitate access to their
data. We chose the latter model when joining the COVID-19
Observatory  promoted  by  the  MIT  Media  Lab.  BBVA  will
contribute anonymous information on consumption patterns in
Mexico. This will facilitate the investigation of the unequal
effects of social distancing and economic slowdown in the
different  socioeconomic  groups  of  the  country,  information
that can be used in favor of the most vulnerable.

Ultimately,  with  time  we  will  have  overcome  the  pandemic
thanks to medical achievements, the collaboration and effort
of the entire society, and the support of digital solutions
such as those described above. However, we will continue to
face challenges as far-reaching as the achievement of the
Sustainable  Development  Goals.  If  financial  data  can
contribute  to  these  goals,  at  BBVA,  we  will  continue  to
explore these avenues as another way to fulfill our purpose:
to bring the age of opportunity to everyone.

Executive Remuneration in UK
listed companies
Este informe de la Asociación de Inversores británica (The
Investment  Association)  surge  ante  las  preguntas  de  los
comités de remuneraciones y de los asesores de las empresas
cotizadas del país sobre cuáles eran las expectativas de los
accionistas respecto al papel de dichos comités en el reflejo
de las remuneraciones ejecutivas ante el impacto del COVID-19.

El documento muestra que, a pesar de que dicho impacto será
diferente para cada empresa, la mayoría de los accionistas
esperan que los comités consigan un equilibrio entre seguir
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incentivando el desempeño (en un contexto en el que se exige a
los equipos gerenciales un mayor liderazgo y resiliencia) y
asegurar que las remuneraciones ejecutivas sean proporcionales
a las de los accionistas, trabajadores y resto de grupos de
interés.

Algunas de las cuestiones planteadas fueron las siguientes:

¿Una  compañía  que  haya  suspendido  o  cancelado  un
dividendo en relación con el año fiscal 2019, debería
considerar  ajustar  las  bonificaciones  para  dicho
ejercicio?
¿Los accionistas apoyarían que las compañías ajusten las
condiciones de desempeño al impacto que ha tenido en
ellas el COVID-19?
En caso de que las compañías ya hayan aprobado planes de
incentivos a largo plazo para 2020, ¿qué esperan los
accionistas  de  los  comités  de  remuneraciones  para
garantizar que los ejecutivos no recibirán una ganancia
inesperada?
¿Cuáles son las expectativas de los accionistas si una
empresa busca capital adicional de accionistas o del
gobierno?

Diccionario  protección  de
datos
El documento ha sido elaborado por el Instituto Nacional de
Transparencia, Acceso a la Información y Protección de Datos
Personales (INAI) con el objetivo de promover el derecho a la
privacidad y la protección de datos personales, facilitando a
los ciudadanos la comprensión de conceptos para ejercer sus
derechos en la materia, ya que aborda temas actuales como el
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caso  del  Big  Data,  internet  de  las  cosas,  neutralidad
tecnológica  e  inteligencia  artificial.

El texto promueve la cultura de la prevención y protección de
datos  personales,  para  quienes  tienen  a  su  cargo  áreas
públicas, unidades de transparencia, para quienes trabajan en
las áreas de tecnologías de la información o manejan bases de
datos.

Pulsa aquí para ver el documento.

Una  Unión  de  la  igualdad:
Estrategia  para  la  Igualdad
de Género 2020-2025
El  pasado  5  de  marzo  la  Comisión  Europea  presentó  su
estrategia para la igualdad entre hombres y mujeres en Europa.

Si bien la Unión Europea es líder mundial en igualdad de
género,  ningún  Estado  miembro  ha  alcanzado  aún  la  plena
igualdad de género y el progreso es lento por lo que se
entiende  necesario  dar  un  nuevo  impulso  para  lograr  esta
igualdad.

La Estrategia para la Igualdad de Género articula el trabajo
de la Comisión Europea en materia de igualdad entre hombres y
mujeres y establece los objetivos estratégicos y las acciones
clave para el período 2020-2025. Tiene por objeto lograr una
Europa igualitaria desde el punto de vista de género en la que
la  violencia  de  género,  la  discriminación  sexual  y  las
desigualdades estructurales entre mujeres y hombres sean cosa
del pasado.
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Para cerrar las brechas existentes y facilitar que Europa
alcance su pleno potencial en todos los ámbitos, el documento
establece  una  serie  de  acciones,  entre  las  que  destacan:
acabar  con  la  violencia  y  los  estereotipos  de  género;
garantizar la igualdad de participación y de oportunidades en
el mercado laboral; alcanzar el equilibrio de género en la
toma de decisiones; e integrar la perspectiva de género y la
perspectiva  interseccional  en  las  políticas  de  la  Unión
Europea.

Pulsa aquí para ver el documento.

Benchmarking  of  diversity
practices at EU level
El  pasado  mes  de  febrero  de  2020,  la  Autoridad  Bancaria
Europea (EBA, por sus siglas en inglés) publicó un informe
comparativo en materia de diversidad en la Unión Europea, con
datos de 834 instituciones de todos los Estados miembros de la
Unión Europea y del Espacio Económico Europeo que le fueron
reportados por las autoridades competentes, en cumplimiento
del artículo 91.11) de la Directiva 2013/36/UE.

Entre sus conclusiones, el informe destaca que el nivel de
diversidad en la composición de los órganos de administración
difiere  significativamente  entre  Estados,  en  particular  en
relación a la diversidad de género. Resalta que un porcentaje
significativo de las compañías (41,61%) todavía no ha adoptado
una política de diversidad, y de entre las entidades que sí
cuentan con ella, no todas promueven la diversidad de género
estableciendo un objetivo para el género menos representado,
como exige la normativa europea.
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Al respecto, la EBA defiende que las políticas de diversidad
deberían  promover  activamente  una  composición  diversa  del
órgano  de  administración  y  que,  al  menos  aquellas
instituciones  relevantes  que  cuenten  con  un  comité  de
remuneraciones, tendrán que incluir medidas para aumentar el
número de directores del género menos representado. 

El documento también recopila datos sobre las remuneraciones
del  órgano  de  administración  en  función  del  género  para
establecer si existe en las compañías una brecha salarial,
pudiéndose observar que en la mayoría de las instituciones, la
remuneración de los consejeros es mayor que la de las mujeres
en el mismo cargo.

Un  paso  más  hacia  la
transición energética
La irrupción del COVID-19 en nuestra vida social y económica
plantea muchos retos, pero también oportunidades. Una de ellas
es la posibilidad que se abre para “‘reconstruir mejor’ y
crear un mundo saludable, resiliente, próspero, justo y libre
de emisiones”, como defiende ONU Medio Ambiente. 

También menciona la creación de empleo en toda la cadena de
suministro, de adoptarse las energías renovables de manera
generalizada.  Según  la  Agencia  Internacional  de  Energías
Renovables (IRENA), este sector empleaba a 11 millones de
personas a finales de 2018.

A continuación, la reseña, firmada por Concepción Blanco, del
área  de  Soluciones  de  Cliente  e  Innovación  Digital  de  la
FMBBVA, detalla la normativa publicada por la Generalidad de
Cataluña  en  noviembre  de  2019,  como  un  ejemplo  de  buenas
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prácticas  para  impulsar  de  forma  definitiva  la  transición
energética:

La  definición  de  un  modelo  energético  sostenible,  que
contemple  necesariamente  el  conjunto  del  ciclo  energético
(producción,  transformación,  transporte,  distribución  y
consumo de energía), constituye el pilar fundamental sobre el
que  se  asientan  las  políticas  relativas  al  desarrollo
sostenible y de lucha contra las consecuencias adversas del
cambio climático. La materialización de dicho modelo exige un
proceso de transición energética basado, por un lado, en la
reducción progresiva de la dependencia de las energías fósiles
y,  por  otro,  en  la  promoción  de  las  energías  renovables;
proceso éste que está siendo objeto de un intenso movimiento
regulatorio  por  parte  de  las  diferentes  Administraciones
públicas competentes en la materia.

En este contexto se inscribe la reciente normativa dictada por
el gobierno de la Generalidad de Cataluña contenida en el
Decreto Ley 16/2019, de 26 de noviembre, de medidas urgentes
para la emergencia climática y el impulso de las energías
renovables, cuyo objetivo –conforme expresa el mismo texto
normativo-  es  hacer  frente  a  la  situación  de  emergencia
climática mediante una transición ecológica y energética que
permita alcanzar en el plazo más breve posible los objetivos
fijados  por  la  Ley  16/2017,  de  1  de  agosto,  del  cambio
climático

El Decreto Ley 16/2019 proyecta su regulación sobre tres áreas
determinadas:  cambio  climático,  urbanismo,  y  promoción  de
energías eólica y solar.

En primer lugar, establece una serie de medidas en materia de
cambio climático, en aspectos tales como los objetivos de
utilización  de  las  energías  renovables  en  Cataluña;  la
irrupción  de  la  movilidad  eléctrica  en  el  sector  del
transporte;  el  aprovechamiento  del  potencial  de  energías
renovables en los puertos; o la limitación de la obtención de



gas  y/o  petróleo  mediante  la  fracturación  hidráulica
(fracking).  También  se  establecen  prohibiciones  y  límites
temporales  para  que  las  instalaciones  utilicen  coque  de
petróleo o carbón como combustibles para usos térmicos.

En segundo lugar, ordena medidas en materia de urbanismo sobre
usos del suelo y de las construcciones que son de aplicación
directa,  es  decir,  que  no  precisan  la  adaptación  del
planeamiento urbanístico vigente para que sean aplicables en
los términos legalmente establecidos, con objeto de facilitar
en determinadas condiciones la implantación de instalaciones
de aprovechamiento de la energía solar sobre las cubiertas de
las construcciones y los espacios de las parcelas urbanas no
ocupados por las construcciones, sin que las determinaciones
urbanísticas  de  los  planes,  vigentes  o  futuras,  sean  un
obstáculo. Asimismo, se permite que los proyectos de obras
para la rehabilitación de edificaciones preexistentes tengan
autorización  para  ocupar  suelos  reservados  a  sistemas
urbanísticos  o  terrenos  privados  inedificables  que  sean
indispensables para instalar elementos que permitan reducir al
menos el 30% de la demanda energética anual destinada a la
calefacción o refrigeración del edificio, siempre que no sea
viable otra solución. Se permiten, igualmente, los proyectos
de actuación específica en suelo no urbanizable para implantar
infraestructuras relativas a los servicios técnicos que forman
parte del sistema urbanístico de equipamientos comunitarios,
cuando el planeamiento territorial y urbanístico no las prevé
o, aunque las prevé, no las regula detalladamente; todo ello
con el fin de facilitar la implantación de las instalaciones
de  producción  de  energía  eléctrica  a  partir  de  fuentes
renovables y de las redes de transporte y de distribución de
esta energía.

Y en fin, en tercer lugar, dispone un conjunto de medidas de
promoción  de  las  energías  eólica  y  solar  fotovoltaica,
mediante la simplificación de la regulación de instalaciones
de  producción  de  energía  eléctrica  proveniente  de  energía



eólica  (parques  eólicos)  o  solar  fotovoltaica  (plantas
solares), que cumplan determinados requisitos de potencia y de
instalación, con el objetivo de multiplicar por diez la actual
producción para alcanzar un modelo energético cien por cien
renovable en el horizonte de 2050. El texto determina los
requisitos  para  autorizar  la  implantación  de  dichas
instalaciones,  establece  los  criterios  energéticos,
ambientales, urbanísticos, paisajísticos que deben observar y
simplifica  el  procedimiento  administrativo  para  su
autorización  y  el  régimen  de  la  licencia.

Por  último,  cabe  subrayar  como  rasgo  peculiar  del  modelo
energético  definido  por  el  Decreto  Ley  16/1019,  de  26  de
noviembre, que tanto ciudadanos como empresas pasan a ser
consumidores activos con la posibilidad de poder consumir,
generar, almacenar y vender energía eléctrica al mismo tiempo
que  gestionan  su  consumo,  permitiendo  la  agrupación  y
participación de estos productores/consumidores en comunidades
locales de energía o como agregadores de energía.

Nuevo  Decreto  sobre
Protección de Datos
El pasado 21 de febrero de 2020 se publicó el Decreto Nº
64/020, reglamentario de los artículos 37 a 40 de la Ley
19.670 de 15 de octubre de 2018, que introdujo modificaciones
a la Ley de Protección de datos con el objetivo de brindar a
las  personas  un  nivel  de  protección  acorde  a  los  nuevos
desarrollos tecnológicos y a la evolución en las formas de
tratamiento de los datos personales.

En su considerando II) se menciona que para la redacción del
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Decreto  se  han  tomado  en  cuenta  el  Reglamento  Europeo  Nº
2016/679 relativo a la protección de las personas físicas en
lo que respecta al tratamiento de datos personales y a la
libre circulación de estos datos; los Estándares en Protección
de Datos Personales para los Estados Iberoamericanos emitidos
por la Red Iberoamericana de Protección de Datos en junio de
2017;  el  Convenio  N°  108  del  Consejo  de  Europa  para  la
protección  de  las  personas  con  respecto  al  tratamiento
automatizado de datos de carácter personal y su Protocolo
Adicional de 8 de noviembre de 2001, ambos aprobados por Ley
Nº 19.030 de 27 de diciembre de 2012; y el Protocolo de
Modernización del citado Convenio aprobado por el Comité de
Ministros  del  Consejo  de  Europa  el  18  de  mayo  de  2018,
suscrito  por  la  República  Oriental  del  Uruguay  el  10  de
octubre de 2018.

A continuación resumimos su principal contenido:

Ámbito territorial
Se entiende que el responsable o encargado de tratamiento está
establecido en Uruguay cuando realice en el país una actividad
estable.  Asimismo,  se  aplicará  la  normativa
extraterritorialmente  en  los  siguientes  supuestos:

Si  se  trata  de  una  oferta  de  bienes  o  servicios
dirigidos  a  habitantes  de  la  República,  lo  cual  se
apreciará por el uso del idioma, la referencia al pago
en  moneda  nacional  o  la  provisión  de  servicios,  en
territorio uruguayo.
Si las actividades están relacionadas con el análisis
del comportamiento de los habitantes de la República,
incluyendo la elaboración de perfiles.
Cuando así lo dispongan normas de derecho internacional
público o un contrato.
En los casos en que en el tratamiento se utilicen medios
situados en el país, tales como redes de información y
de  comunicación,  centros  de  datos  e  infraestructura



informática en general.

Vulneraciones de seguridad
El Decreto establece que, tanto el responsable del tratamiento
como  el  encargado  del  mismo,  deberán  adoptar  las  medidas
técnicas  y  organizativas  necesarias  para  conservar  la
integridad,  confidencialidad  y  disponibilidad  de  la
información,  de  acuerdo  con  estándares  nacionales  e
internacionales en seguridad de la información, de forma que
se garantice la seguridad de los datos personales.

De  igual  forma,  contempla  la  obligación  de  notificar  las
vulneraciones de seguridad de forma inmediata a los titulares
de los datos, utilizando un lenguaje claro y sencillo, y a la
Unidad Reguladora y de Control de Datos Personales (URCDP), en
un plazo máximo de 72 horas desde que haya sido  constatada la
existencia de un incidente de seguridad.

Medidas de responsabilidad proactiva
Las medidas adoptadas por el responsable y el encargado del
tratamiento para garantizar la seguridad y confidencialidad de
los  datos  personales  deberán  estar  documentadas  y  ser
revisadas periódicamente y evaluadas en su efectividad.

La documentación de las medidas deberá incluir, como mínimo,
la  forma,  medios  y  finalidad  del  tratamiento,  los
procedimientos orientados a dar cumplimiento a las normas de
protección  de  datos,  la  planificación  de  mecanismos  para
responder a vulneraciones de seguridad y el rol del delegado
de protección de datos, cuando corresponda.

Así mismo, la evaluación de impacto en la protección de datos
personales deberá contener:

Una descripción sistemática del tratamiento a realizar y
su finalidad.
Una  evaluación  del  tratamiento  con  relación  al
cumplimiento  de  la  normativa  de  protección  de  datos



personales.
Una evaluación de los riesgos para los derechos de los
titulares de los datos.
Un  detalle  de  las  medidas  de  seguridad  y  de  los
mecanismos para demostrar el cumplimento de la normativa
de protección de datos personales.

Privacidad por diseño
El Decreto incorpora el concepto de “privacidad por diseño”
como requisito para cumplir con la normativa y dispone las
medidas que deben incorporarse para el diseño de las bases de
datos, las operaciones de tratamiento, las aplicaciones y los
sistemas informáticos, entre otras técnicas de disociación,
seudonimización y minimización de datos, documentación de los
consentimientos, tiempo de conservación de los datos, planes
de contingencia, etc.

Privacidad por defecto
En el caso de la privacidad por defecto, el responsable y el
encargado del tratamiento deberán aplicar las medidas técnicas
y organizativas apropiadas a los efectos de garantizar que,
por  defecto,  solo  sean  objeto  de  tratamiento  los  datos
personales que sean necesarios para cada uno de los fines
específicos del tratamiento.

Delegado de protección de datos personales
Las  siguientes  entidades  estarán  obligadas  a  designar  un
delegado  de  protección  de  datos,  que  deberá  tener
conocimientos  en  derecho  y  especialización  acreditada  en
protección de datos personales, y a comunicar su nombramiento
a  la  URCDP  en  un  plazo  de  90  días  desde  el  inicio  del
tratamiento:

Entidades  públicas,  estatales  o  no  estatales  y  las
privadas total o parcialmente de propiedad estatal.
Entidades  privadas  que  traten  datos  sensibles  como



negocio principal. De conformidad con lo establecido por
el artículo 4° literal E) de la Ley N° 18.331 de 11 de
agosto de 2008, son datos sensibles aquellos que revelen
origen  racial  y  étnico,  preferencias  políticas,
convicciones religiosas o morales, afiliación sindical e
información referente a la salud o a la vida sexual.
Entidades privadas que realicen tratamiento de grandes
volúmenes de datos.

Sanciones
Por último, el Decreto prevé la aplicación de sanciones por
incumplimiento que serán fijadas por la URCDP, e incluirán
desde observaciones y apercibimiento, hasta la clausura de la
base de datos y la imposición de multas.

Criterios  ESG  en  el  nuevo
código  de  gobierno
corporativo
La Comisión Nacional del Mercado de Valores de Ucrania ha
aprobado en marzo la tercera edición del código de gobierno
corporativo,  con  el  propósito  principal  de  fortalecer  la
confianza de los inversores en las empresas cotizadas y en el
mercado de capitales del país.

Para  su  elaboración,  el  organismo  ha  contado  con  la
colaboración de expertos tanto a nivel nacional (Academia de
Gobierno  Corporativo  o  abogados  de  reconocidas  firmas  del
país) como internacional (International Finance Corporation,
perteneciente al grupo del Banco Mundial, en el marco de su
programa de “Promoción de la inversión a través de normas
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ambientales, sociales y de gobierno integradas en Europa y
Asia central“).

Público objetivo
El código está dirigido principalmente a las empresas que
cotizan  en  los  mercados  bursátiles  de  Ucrania  y  que  se
encuentran bajo la supervisión de la Comisión, aunque también
pretende servir de orientación para las empresas no cotizadas,
en  concreto  a  aquellas  que  están  contemplando  una  futura
cotización.

La  aplicación  se  rige  bajo  el  principio  de  “cumplir  o
explicar”, de tal forma que las compañías cotizadas deberán
divulgar  en  su  Informe  Anual  de  Gobierno  Corporativo  si
cumplen con las recomendaciones del código o los motivos por
los  que  no  lo  hacen.  Esta  información  deberá  publicarse
también en una sección de sus páginas web dedicada al gobierno
corporativo.

Estándares internacionales de gobierno corporativo
El código se adhiere a los Principios de Gobierno Corporativo
de  la  OCDE  y  del  G20  y  refleja,  entre  otras,  las
recomendaciones del Informe Final sobre Gobierno Corporativo
del Comité de Crecimiento y Mercados Emergentes de IOSCO o de
la  Conferencia  de  las  Naciones  Unidas  sobre  Comercio  y
Desarrollo (UNCTAD).

Así,  incorpora  a  la  versión  anterior  de  2014  los  nuevos
desarrollos en materia ambiental, social y de buen gobierno
(ESG, por sus siglas en inglés), actualiza los pilares clave
del gobierno corporativo (derechos de los accionistas, órganos
sociales,  divulgación  de  información,  auditoría,  partes
interesadas) y contempla el compromiso de las compañías de
lograr un desarrollo sostenible.

Flexibilidad y proporcionalidad
Las recomendaciones contenidas en el código están destinadas a



implementarse de manera flexible y proporcionalmente, de tal
forma  que  las  compañías  adopten  las  mejores  prácticas
considerando  sus  circunstancias.

Documentos complementarios
La Comisión Nacional del Mercado de Valores de Ucrania y la
Academia Ucraniana de Gobierno Corporativo han manifestado su
intención de complementar este Código con otros documentos que
traten sobre temas más especializados:

Papel de los accionistas e inversores institucionales en
el gobierno corporativo
Gobernanza y desarrollo sostenible
Comités de auditoría
Mejores prácticas en el nombramiento de miembros del
consejo de administración
Gobernanza de las empresas no cotizadas
Políticas de remuneración
Gobernanza y gestión de riesgos
Cumplimiento
Conflictos  de  interés  y  operaciones  con  partes
relacionadas
Prácticas anticorrupción
Canal de denuncia de irregularidades

Garantías de los derechos y
libertades digitales
El gobierno colombiano publicó en el primer trimestre del año
este  nuevo  Proyecto  de  Ley,  que  tiene  como  propósito
fortalecer la protección de datos personales por medio del
reconocimiento de los derechos y libertades digitales de los
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ciudadanos, así como el derecho al olvido en el marco del
derecho  a  la  intimidad,  la  protección  de  los  menores  en
Internet y el derecho a la aclaración de informaciones en
medios de comunicación digitales.

Así, en línea con lo ya contemplado en otras legislaciones del
continente latinoamericano y a nivel europeo, esta iniciativa
trata de que exista en el país una regulación más uniforme del
derecho fundamental a la protección de datos.

Seguridad digital
En primer lugar, el Proyecto regula que aquellos usuarios de
redes sociales o servicios equivalentes tendrán derecho a la
seguridad de las comunicaciones que transmitan y reciban a
través de Internet, debiendo ser informados de sus derechos
por parte de los proveedores de estos servicios.

Protección de menores de edad
Respecto a la protección de los menores de edad, el Proyecto
responsabiliza a los padres, tutores o representantes legales
de  asegurar  que  los  menores  hagan  un  uso  equilibrado  y
responsable de los dispositivos digitales y de los servicios
de la sociedad de la información.

Incluye también que, en caso de utilización o difusión de
imágenes  o  información  personal  de  menores  en  las  redes
sociales  o  servicios  equivalentes  que  puedan  implicar  una
intromisión  ilegítima  en  sus  derechos  fundamentales,  el
Instituto de Bienestar Familiar intervendrá, imponiendo las
medidas cautelares y de protección que considere necesarias.

Además, cualquier publicación o difusión en Internet de datos
personales  de  los  menores  de  edad  deberá  contar  con  el
consentimiento  previo,  expreso  e  informado,  de  sus
representantes  legales.



Educación digital
Por otra parte, el texto contempla que el sistema educativo
deberá  propender  por  garantizar  la  plena  inserción  del
alumnado en la sociedad digital y por el uso responsable de
los medios digitales, que respete la dignidad humana, los
valores  constitucionales,  los  derechos  fundamentales,  y
particularmente,  la  intimidad  personal  y  familiar  y  la
protección de datos personales.

De  hecho,  recoge  que  las  instituciones  educativas  deberán
incluir  en  el  diseño  de  sus  programas  formativos  la
“competencia digital” y los elementos relacionados con las
situaciones de riesgo derivadas de la inadecuada utilización
de las tecnologías de la información y la comunicación, con
especial atención a las situaciones que configuren cualquier
forma de violencia en la red.

Rectificación y actualización
La norma reconoce el derecho de las personas a la libertad de
expresión  en  Internet.  Por  ello,  establece  que  los
responsables  de  las  redes  sociales  o  los  servicios
equivalentes deberán contar con protocolos adecuados para que
los usuarios puedan ejercer el derecho de rectificación de los
contenidos  que  hayan  difundido  con  información  falsa,
inexacta, desactualizada, incompleta, parcial o que induzca a
error.

Así  mismo,  contempla  que  todo  usuario  tendrá  derecho  a
solicitar a los medios de comunicación digitales la inclusión
de un aviso de actualización, suficientemente visible junto a
las  noticias  que  le  conciernan,  cuando  la  información
contenida en las mismas no refleje su situación actual como
consecuencia  de  circunstancias  que  hubieran  tenido  lugar
después de la publicación, causándole un perjuicio.



Derecho al olvido

Finalmente, el Proyecto hace referencia al derecho
al olvido en búsquedas de Internet y en redes
sociales o servicios similares, reconociendo el
derecho  de  los  usuarios  a  que  los  motores  de
búsqueda en Internet o las redes sociales eliminen
de  sus  resultados  aquella  información  o  datos
personales  que  no  fuesen  veraces,  completos,
exactos,  comprobables,  comprensibles  o
actualizados.
Si  el  derecho  al  olvido  fuese  ejercido  por  un  afectado
respecto de datos que hubieran sido facilitados a las redes
sociales, por él o por terceros, durante su minoría de edad,
los  proveedores  de  estos  servicios  deberán  proceder  a  su
supresión inmediatamente al recibir la solicitud.

Nuevas  tecnologías  para
administrar  el  riesgo  de
lavado de activos
El  pasado  mes  de  marzo  venció  el  plazo  para  recibir
comentarios al nuevo Proyecto de Circular publicado por la
Superintendencia Financiera de Colombia, que busca impartir
instrucciones  relativas  a  la  administración  del  riesgo  de
lavado de activos y de financiación del terrorismo.

Innovación e inclusión financiera
El proyecto tiene como fin que las entidades supervisadas
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lleven a cabo un mejoramiento continuo, promover la innovación
y la inclusión financiera, desarrollando nuevas tecnologías
que hagan más robusta la administración del riesgo de lavado
de activos y de financiación del terrorismo.

Entre los aspectos más destacados se encuentran la posibilidad
de  que  las  entidades  vigiladas  puedan  realizar  los
procedimientos  de  conocimiento  del  cliente  de  manera
presencial  o  no  presencial  a  través  del  uso  de  canales
digitales  o  electrónicos  y  procedimientos  simplificados  de
conocimiento de clientes, entre otros aspectos.

“Borrón  y  cuenta  nueva”:
eliminar el reporte negativo
en las centrales de riesgo
Ha sido publicado el texto aprobado en tercer debate en la
Cámara de Representantes, del Proyecto de Ley que tiene por
objeto modificar y adicionar algunos aspectos a la Ley 1266 de
2008 por la que se dictan disposiciones generales de hábeas
data,  con  el  fin  de  que  los  ciudadanos  puedan  acceder  a
créditos  con  entidades  financieras  y  establecimientos
comerciales después de cancelar sus deudas y salir del reporte
negativo de las centrales de riesgo.

A continuación se resaltan las principales novedades:

Reporte negativo
Será  procedente  el  dato  negativo  causado  por  obligaciones
inferiores o iguales al 15% de 1 salario mínimo legal mensual
vigente (SMLMV), en lugar del 20% contemplado en el texto
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anterior.  Dicho  dato  solo  será  reportado  después  de
realizarse,  al  menos,  dos  comunicaciones  al  deudor.

Además,  el  dato  negativo  y  los  datos  cuyo  contenido  haga
referencia al tiempo de mora o al tipo de cobro, entre otros,
caducarán una vez cumplido el término de 8 años, contados a
partir  del  momento  en  que  entre  en  mora  la  obligación.
Cumplido este plazo, los datos deberán ser eliminados.

Amnistía
Los titulares de la información que extingan sus obligaciones
objeto  de  reporte  dentro  de  los  12  meses  siguientes,
permanecerán con dicha información negativa por el término
máximo  de  6  meses.  Cumplido  este  plazo,  el  dato  negativo
deberá ser retirado de los bancos de datos.

MIPYMES
Para el caso de las MiPYMES, las personales naturales que
ejerzan  actividades  comerciales  o  independientes,  o  los
pequeños  productores  del  sector  agropecuario
(independientemente  del  tipo  de  crédito  que  tengan  con
FINAGRO)  que  extingan  sus  obligaciones  objeto  de  reporte
dentro de los 12 meses siguientes, el dato negativo deberá ser
retirado inmediatamente.

Emergencia sanitaria por COVID-19
Las obligaciones contraídas antes del inicio de la emergencia
sanitaria por el COVID-19 que sean objeto de reporte negativo
durante la vigencia de la misma y hasta el 31 de diciembre de
2020, no serán reportadas en los bancos de datos en dicho
periodo,  siempre  que  los  titulares  hayan  acudido  a  las
respectivas entidades en busca de la reestructuración de las
mismas.

Queda pendiente la sanción presidencial del texto aprobado
para que sea Ley de la República de Colombia.



Comienza el 2020 con un nuevo
código  de  gobierno
corporativo
El 31 de enero se publicó en Italia una nueva versión del
código de gobierno corporativo, de aplicación voluntaria para
las sociedades cotizadas en el Mercato Telemático Azionario.

El documento contiene seis artículos: i) el rol del consejo de
administración; ii) composición de los órganos sociales; iii)
funcionamiento  del  consejo  de  administración  y  rol  del
presidente; iv) nombramiento de consejeros y autoevaluación
del consejo de administración; v) remuneraciones; vi) sistema
de control interno de gestión de riesgos.

La  sostenibilidad  a  largo  plazo,  el  compromiso,  la
proporcionalidad y la simplificación son los cuatro impulsores
de este nuevo código:

Sostenibilidad
Promueve  que  los  emisores  italianos  que  cotizan  en  bolsa
adopten  estrategias  basadas  en  la  sostenibilidad,  que  se
traduzcan en la generación de valor a largo plazo para los
accionistas y el resto de grupos de interés de la compañía.
Además, solicita a los consejeros que incluyan objetivos de
sostenibilidad en los planes comerciales, en los sistemas de
control interno y de gestión de riesgos y en las políticas de
remuneración.

Compromiso
Recomienda que las compañías mantengan un diálogo continuo con
el mercado y con los inversores a través de políticas de
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participación específicas, asignando al presidente del consejo
la tarea de preparar, conjuntamente con el director general,
una política de compromiso y comunicación con los mismos, que
deberá aprobar y supervisar el consejo de administración.

 Proporcionalidad
A  fin  de  favorecer  la  cotización  de  pequeñas  y  medianas
empresas, adapta los principios al tamaño de la compañía, de
tal forma que algunas de las recomendaciones están dirigidas a
grandes emisores que cotizan en bolsa (con una capitalización
superior  a  mil  millones  de  euros  durante  tres  años
consecutivos), y otras, a aquellas compañías con una propiedad
concentrada en un número reducido de accionistas.

Simplificación
Se simplifica el formato del nuevo código y, para facilitar su
aplicación,  se  publicarán  periódicamente  las  preguntas  y
respuestas basadas en las consultas recibidas por parte de los
emisores.

Actualización de recomendaciones existentes
El código de 2020 también actualiza el contenido de muchas
recomendaciones existentes:

Se fortalecen las recomendaciones sobre la evaluación de
la independencia de los consejeros, la calidad de la
información  que  se  les  proporciona  o  el  papel  del
presidente.
Se  propone  la  aplicación  de  mejores  prácticas  para
planes de sucesión, igualdad de trato y oportunidades.
Se  especifican  las  mejores  prácticas  internacionales
sobre  la  independencia  del  presidente,  el  papel  del
secretario del consejo y las políticas de remuneración.

Aplicación
El código se aplicará a partir de enero de 2021 y, hasta



entonces, seguirá vigente la anterior versión de 2018.

Así  mismo,  a  partir  de  2022,  las  compañías  italianas  que
cotizan en bolsa deberán divulgar, a través del informe anual
de  gobierno  corporativo,  su  estructura  de  propiedad  y  la
medida  y  el  alcance  de  la  implementación  de  los  nuevos
principios y recomendaciones del código de 2020.

Nulidad  de  las  tarjetas
“revolving”
El  pasado  mes  de  marzo  el  Tribunal  Supremo  sentó
jurisprudencia con la STS 600/2020 en la que declaraba nula
una  tarjeta  de  crédito  revolving  por  usuraria  y  solventó
ciertas dudas interpretativas respecto a la consideración del
tipo de interés que incorporan los créditos revolving como
usurario.

Esta Sentencia no constituye el primer pronunciamiento del Ato
Tribunal  respecto  a  los  intereses  de  estos  productos
financieros. Ya en el año 2015, el Tribunal falló a favor de
un consumidor[1] considerando que un tipo de interés del 24,6%
TAE  era  “notablemente  superior  al  normal  del  dinero”  y
“manifiestamente  desproporcionado”  para  el  préstamo
solicitado, infringiendo por ello la Ley de Represión de la
Usura de 1908.

Por su parte, la reciente Sentencia de 2020 falló en el mismo
sentido, declarando que el tipo de interés establecido en
determinados créditos revolving son contrarios a la mencionada
ley, según la cual, el interés usurario es aquel “notoriamente
superior  al  normal  del  dinero”  y  “manifiestamente
desproporcionado  con  las  circunstancias  del  caso”.  En
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concreto, calificó de usurario el tipo de interés del 26,82%
TAE esgrimiendo los siguientes argumentos coincidentes con los
ya expresados en la sentencia de 2015:

El interés cuya usura ha de evaluarse es la TAE, no el
remuneratorio y la evaluación de usura constituye un
aspecto objetivo.
El  riesgo  de  la  operación  no  es  una  circunstancia
excepcional que justifique la aplicación de un interés
elevado  puesto  que  la  concesión  irresponsable  de  un
crédito  no  puede  ser  objeto  de  protección  del
ordenamiento  jurídico.
Deben considerarse circunstancias concurrentes en este
tipo de operaciones de crédito como el público al que
suelen ir destinadas (particulares que no pueden acceder
a  otros  créditos  menos  gravosos)  así  como  las
peculiaridades de esta categoría de créditos (el límite
del  crédito  se  va  recomponiendo  constantemente,  los
intereses y comisiones devengados se capitalizan para
devengar el interés remuneratorio y las bajas cuantías
de las cuotas alargan el tiempo de forma considerable).

Sin embargo, el reciente pronunciamiento del Tribunal destaca
que el término de comparación, “interés normal del dinero” no
son  los  tipos  de  las  estadísticas  del  Banco  de  España[2]
relativas a los préstamos al consumo tal y como afirmó en
2015, sino los relativos a las tarjetas de crédito y tarjetas
revolving. Es decir, hasta ahora, el Supremo había establecido
que el término de comparación para decidir si un interés es
usurario o no era la media de los créditos al consumo -
actualmente fijada entorno a un 6,37%, y en esta sentencia,
con  la  que  se  crea  una  nueva  línea  jurisprudencial,  el
Tribunal establece que la comparación no debe hacerse con la
media de créditos al consumo normales, sino con la media de
intereses  cobrados  en  la  categoría  específica  de  tarjetas
revolving que alcanza casi un 20%.

De esta manera, el Supremo acepta que las tarjetas revolving



puedan duplicar los intereses de los créditos al consumo. Es
decir,  los  intereses  pueden  doblar  esa  media  del  6,37%
aplicable a los créditos al consumo sin que por ello deban
necesariamente  considerarse  usurarios,  siendo  aceptable  un
interés  próximo  al  20%  medio  aplicable  a  las  tarjetas
revolving.  En  estos  casos,  será  aceptable  y  por  tanto  no
habría riesgo de nulidad.

En este sentido, y a diferencia de la Sentencia de 2015, el
motivo por el cual el Tribunal considera usurario el interés
del 26,82% es por ser superior a la media del 20% aplicado en
las tarjetas revolving y no por ser muy superior al 6,37%
referido a los productos de crédito al consumo.

Finalmente señalar que esta sentencia no implica la nulidad
automática de todos los contratos celebrados en la modalidad
de tarjeta de crédito revolving. Cada contrato deberá ser
analizado  individualmente  dejando  a  los  órganos
jurisdiccionales que determinen si aquellos tipos de interés
situados  entre  el  21%  y  el  26%  pueden  o  no  considerarse
usurarios.

 

[1]STS nº 628/2015 de 25 de noviembre (Sentencia “Sygma”)

[2]Según los datos del Banco de España correspondientes al mes
de enero de 2020, los créditos al consumo tienen un interés
medio del 8,42%. Datos publicados en su web

Financiamiento  participativo
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de MIPYMEs y startups
El  pasado  17  de  abril  la  Superintendencia  del  Mercado  de
Valores (SMV) aprobó la Resolución SMV Nº 005-2020-SMV/01 con
las disposiciones aplicables a las empresas que, a fecha 23 de
abril[1],  se  encuentren  desarrollando  la  actividad  del
financiamiento participativo financiero[2] (FPF) a través de
la modalidad de préstamo. Estas disposiciones surgen ante la
necesidad de regularizar este tipo de actividades, que se
venían realizando a pesar de carecer de la inexistencia de un
marco legal específico.

Esta Resolución se publica en el marco del Decreto de Urgencia
013-2020 de 23 de enero que promueve el financiamiento de la
MIPYME, Emprendimientos y Startups con el fin de impulsar el
desarrollo  del  mercado  de  financiamiento  de  capital  de
emprendimientos innovadores y regula, entre otros, el FPF o
crowdfunding. Este tipo de financiamiento se lleva a cabo a
través de una plataforma en la que contactan receptores e
inversionistas de la financiación y, según se desprende del
Decreto, existen tres modalidades: (i) a través de valores
representativos de capital y/o de deuda, (ii) a través de
préstamos, cuyas disposiciones son, las contempladas en la
Resolución, o (iii) según establezca la SMV.

Los principales aspectos previstos en la Resolución aplicables
a las empresas que a 23 de abril se encuentren realizando la
actividad  de  FPF  bajo  la  modalidad  de  préstamo  son  los
siguientes:

Comunicación a la SMV
Deben remitir electrónicamente una comunicación dirigida a la
SMV firmada por su representante legal en la que informen
sobre su interés en continuar realizando la actividad de FPF a
través de la modalidad de préstamos regulada por el Decreto de
Urgencia, o su decisión de no realizar dicha actividad.
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Si la empresa expresa su interés en continuar desarrollando la
actividad, debe incluir en una descripción detallada de su
modelo de negocio, la forma como segrega sus cuentas donde
gestiona sus recursos propios de aquellas donde se canalicen
los  fondos  de  los  receptores  e  inversionistas;  y  las
advertencias  que  realizan  al  público  sobre  los  riesgos
asociados con su inversión.

Información al público
Las empresas interesadas en continuar con la actividad de FPF
a través de préstamos y que hubieran enviado la Comunicación
pertinente,  deberán  publicar  en  su  plataforma  que  no  se
encuentran autorizadas y supervisadas por la SMV, e informar
al público sobre los riesgos implícitos asociados con sus
operaciones, esto es; que la empresa no es responsable del
pago de los préstamos pactados en su plataforma, y que existe
riesgo de pérdida total o parcial del capital invertido por
los inversionistas, así como cualquier otra información que la
SMV le solicite publicar con fines prudenciales.

Por  último,  la  norma  establece  un  periodo  transitorio  de
manera que, en tanto la SMV no dicte las normas de carácter
general respectivas, únicamente las empresas que envíen la
comunicación a la SMV con toda la información pertinente,
podrán administrar una plataforma mediante la cual se realice
la  actividad  de  financiamiento  participativo  financiero  a
través de valores representativos de capital y/o de deuda o a
través de préstamos.

 

[1] Fecha de entrada en vigor del Título IV del Decreto de
Urgencia 013-2020 que promueve el financiamiento de la MIPYME,
Emprendimientos y Startups

[2]  Según  el  Art.  18  del  D.U  13  de  23  de  enero  el
Financiamiento  Participativo  es  la  actividad  en  la  que  a



través  de  una  plataforma  se  pone  en  contacto  a  personas
naturales o jurídicas que solicitan financiamiento a nombre
propio (receptores) con una pluralidad de personas naturales,
jurídicas  o  entes  colectivos  (inversionistas)  que  buscan
obtener  un  retorno  financiero.  Este  financiamiento  puede
hacerse a través de valores representativos de capital y/o de
deuda, a través de préstamos o según establezca la SMV.

 

 

 

Ley Concursal
El pasado 5 de mayo se publicó el Real Decreto legislativo
1/2020, por el que se aprueba el texto refundido de la Ley
Concursal con el objetivo de ordenar el texto que tantas veces
había sido modificado, lograr una redacción más sencilla y
comprensible, eliminar contradicciones y servir de base para
la incorporación de futuras regulaciones[1].

La  norma,  que  entrará  en  vigor  el  1  de  septiembre,  se
estructura en tres libros que contienen más de 700 artículos
(frente  a  los  242  de  la  normativa  anterior)  y  ha  sido
consecuencia de la necesidad que la vigente Ley Concursal
presentaba (en adelante, LC); necesidades ocasionadas por las
sucesivas modificaciones que ha sufrido a lo largo de los años
y la falta de claridad que han obligado a realizar importantes
esfuerzos interpretativos por parte de los tribunales y la
preparación.

Entre los principales aspectos que se modifican respecto a la
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vigente Ley destacan:

Libro I: Concurso de acreedores

La distribución de la temática entre los distintos títulos
presenta  diferencias  importantes  con  la  sistemática  de  la
actual Ley Concursal 22/2003, de 9 de julio. Así, hay un
título específico sobre los órganos del concurso, dividido en
dos capítulos, uno dedicado al juez del concurso y otro a la
administración  concursal.  Los  aspectos  más  destacados
contemplados  en  este  Libro  I  son:

Solicitud  de  concurso  y  preconcurso:  se  mejora  la
redacción de esta materia contenida en la LC, aunque no
se introducen modificaciones reseñables en cuanto a los
presupuestos objetivos para la solicitud del concurso
voluntario.  Sí  que  se  añade  un  nuevo  presupuesto
objetivo para la solicitud del concurso necesario: la
existencia  de  una  previa  declaración  judicial  o
administrativa de insolvencia del deudor, siempre que
sea  firme;  un  supuesto  que  no  se  mencionaba
explícitamente la LC pero que se entendía incluido en el
mismo.
Plazo  de solicitud del concurso: se mantiene el deber
de solicitar el concurso en el plazo de 2 meses (uno -
después de transcurridos los tres de negociaciones- si
el  deudor  hubiese  promovido  antes  el  preconcurso)
contados  desde  que  el  deudor  haya  conocido  o  deba
conocer su estado de insolvencia actual.
Documentación a acompañar con la solicitud del concurso
voluntario: se menciona expresamente la posibilidad de
acompañar no sólo los documentos tasados, sino cualquier
otro  que  el  solicitante  considere  necesario  para
acreditar la existencia de su estado de insolvencia    
actual o inminente, mención que hasta ahora no constaba
en la vigente Ley e introduce matices respecto a estos
documentos.
Preconcurso: aclara que la solicitud del preconcurso no



producirá por sí sola el vencimiento anticipado de los
créditos.
Suspensión  de  ejecuciones  en  curso  y  prohibición  de
nuevas  ejecuciones:  de  acuerdo  con  el  nuevo  texto,
cuando  el  deudor  haya  iniciado  los  trámites  para
alcanzar un acuerdo extrajudicial de pagos, resultará
indiferente que los bienes ejecutados sean o no bienes
necesarios para la actividad empresarial o profesional
del deudor, exceptuándose las ejecuciones de garantías
reales que sólo podrán denegarse o suspenderse cuando
recaigan sobre la vivienda habitual o sobre bienes o
derechos necesarios para que el deudor pueda continuar
con su actividad.
Medidas  cautelares  frente  a  personas  distintas  del
concursado: el  Texto Refundido modifica la mención de
apoderados  generales  por  la  de  directores  generales,
expresión que está en línea con la regulación contenida
en  la  sección  de  calificación  y  que  supone  una
actualización  considerando  la  realidad  actual
empresarial; es decir, respecto a las competencias que
pueda tener atribuidas el eventual responsable más que
con la existencia documental o registral de un poder.
Régimen de conservación y enajenación de la masa activa
durante  la  fase  común  del  concurso:  se  clarifica  y
estructura  de  una  manera  más  adecuada  y  aclarando
además,  dicha  posibilidad  en  cualquier  estado  del
concurso.
Especialidades  en  la  enajenación  de  unidades
productivas: más allá de la mejora en la estructura de
su redacción, no existen grandes diferencias de este
mecanismo respecto al que regula la actual LC. Si bien,
es un aspecto que  cobrará especial trascendencia dada
la coyuntura actual con el fin de preservar los puestos
de  trabajo  y  empresas  que  han  entrado  en  crisis  a
consecuencia de la situación generada por la COVID-19.
Además, se aclara que el juez concursal será el único”
competente para declarar la existencia de sucesión de



empresa,  de  manera  que  se  elimina  cualquier  duda
respecto a las jurisdicciones laboral y mercantil.

Libro II: Derecho preconcursal

La Ley da una especial relevancia al derecho preconcursal; es
decir, a los mecanismos alternativos a la insolvencia como la
comunicación de apertura de negociaciones con los acreedores,
acuerdos de refinanciación y los acuerdos extrajudiciales de
pago.  Asimismo  incluye  un  título  dedicado  al  concurso
consecutivo  que  se  puede  producir  tras  u  acuerdo  de
refinanciación  o  un  acuerdo  extrajudicial  de  pagos.

Libro III: Derecho internacional privado

Se incluyen las normas de derecho internacional privado que
hasta ahora contenía el título IX de la Ley Concursal. La
razón de la creación de este último libro se encuentra en el
Reglamento (UE) 2015/848. A diferencia de su predecesor, el
Reglamento (CE) 1346/2000 de 29 de mayo de 2000, el nuevo
Reglamento,  es  de  aplicación  no  solo  a  los  concursos  de
acreedores, sino también a los “procedimientos” que el texto
refundido agrupa en el libro II. Así, este Libro III contiene
normas del derecho internacional privado de la insolvencia,
hasta  ahora  circunscritas  al  concurso  de  acreedores,  que
deberán aplicarse a los acuerdos de refinanciación y a los
acuerdos extrajudiciales de pagos, por lo que, de acuerdo con
la Exposición de Motivos del Texto, la coherencia sistemática
exigía esta posposición.

 

 

[1]Directiva  (UE)  2019/1023  del  Parlamento  Europeo  y  del
Consejo,  de  20  de  junio  de  2019,  sobre  marcos  de
reestructuración  preventiva,  exoneración  de  deudas  e
inhabilitaciones, y sobre medidas para aumentar la eficiencia
de  los  procedimientos  de  reestructuración,  insolvencia  y



exoneración de deudas

Reformas para la igualdad de
género en México
El pasado mes de marzo se presentó a la Cámara de Diputados un
Dictamen, elaborado por las Comisiones Unidas para la Igualdad
de Género y de Estudios Legislativos, Primera, con un Proyecto
de Decreto por el que se reforman diversas leyes con el fin de
eliminar cualquier discriminación de género.

El documento sintetiza las propuestas de la reforma, contiene
los argumentos dictaminadores de las Comisiones y argumentos
que  valoran  dichas  propuestas;  razones  y  fundamentos  que
sustentan  sus  decisiones,  y  la  decisión  final  sobre  las
iniciativas analizadas.

Entre las leyes objeto de reforma destacan: la Ley General de
Transparencia  y  Acceso  a  la  Información  Pública,  la  Ley
General de Instituciones y Procedimientos Electorales, la Ley
General del Sistema Nacional Anticorrupción, la Ley General de
Partidos Políticos, la Ley federal de Competencia Económica,
la Ley del Banco de México o la Ley de la Comisión Nacional de
los Derechos Humanos, entre otras.

Las modificaciones propuestas giran en torno a la paridad de
género: se modifican los conceptos que son empleados en la
designación,  integración,  elección  y  nombramiento  de
aspirantes  a  ostentar  cargos  públicos,  estableciendo  un
lenguaje  incluyente  en  los  ordenamientos  vigentes,  se
garantiza la igualdad hombres y mujeres en el acceso a puestos
de  representación  política,  se  pretende  una  integración
paritaria en los órganos de gobierno de las Instituciones, así
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como  una  alternancia  de  género  en  la  presidencia  de  los
mismos.

El Dictamen, que recoge 21 iniciativas en materia de paridad
de género, responde a lo establecido en diversos instrumentos
internacionales  que  señalan  la  obligación  de  eliminar  la
discriminación contra las mujeres y reconoce la importancia de
su participación tanto en la vida pública de su país como en
el ámbito internacional.

 

 

Paquete  de  servicios
financieros gratuitos
Mediante Circular Externa 003, la Superintendencia Financiera
de Colombia (SFC) publicó las instrucciones relacionadas con
la  divulgación  a  los  consumidores  financieros  del  paquete
mínimo de productos y/o servicios financieros gratuitos según
lo establecido en la Ley 2009 de 2019.

La  verificación  del  cumplimiento  de  la  mencionada  Ley,
comentada en Progreso 21, forma parte del plan de supervisión
para el año 2020 de la SFC y modifica la Circular Básica
Jurídica en los siguientes aspectos:

Incorpora  reglas  relativas  a  la  reversión  de  cobros
realizados  en  cajeros  automáticos  por  operaciones
fallidas así como reglas relativas a la divulgación de
información  respecto  de  los  paquetes  mínimos  de
productos y/o servicios sin costo adicional en cuentas
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de ahorro, tarjetas de débito y/o crédito
Califica como prácticas abusivas aquellas relacionadas
con los cobros por las operaciones de consulta de saldo
o  descarga  de  extractos  realizadas  en  plataformas
electrónicas,  y  aquellos  asociados  a  operaciones
fallidas  en     cajeros  automáticos.
Establece  como  criterio  para  la  presentación  de  una
“queja exprés”, los incumplimientos a la Ley 2000 de
2019.
   

Además, la Circular exige a las entidades vigiladas el deber
de reversar, dentro de los 5 días hábiles siguientes a la
expedición de la misma, aquellos cobros realizados por alguno
de los productos y/o servicios informados a los consumidores
financieros como productos y servicios sin costo adicional.

Finalmente,  se  exige  la  parametrización  de  los  cajeros
automáticos para garantizar el cumplimiento del artículo 3 de
la  Ley  2009  de  2019;  esto  es:  la  prohibición  de  cobrar
comisiones por operaciones fallidas en cajeros electrónicos.

Plan Nacional de Agricultura
Familiar en Panamá
En la Gaceta Oficial del 4 de marzo fue publicada la Ley 127
del 3 de marzo del 2020 que dicta medidas para el desarrollo
de la Agricultura Familiar en Panamá, ordenando estrategias
para que este sector alcance todo su desarrollo; establece un
Plan Nacional de Agricultura Nacional como política pública y
asigna al Ministerio de Desarrollo Agropecuario como el ente
Rector de la Agricultura Familiar que coordinará y elaborará
los lineamientos para reglamentar esta actividad.
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Los principales objetivos de la Ley son mejorar la calidad de
vida de las familias en áreas rurales y urbanas que se dedican
a la agricultura familiar, facilitando el acceso a créditos a
través  de  mecanismos  de  financiamiento  en  condiciones
favorable;  la  educación,  asistencia  técnica  y  capacitación
constante;  y  la  implementación  de  estrategias  de
comercialización  y  mercadeo  que  permita  la  colocación  del
producto final.

Antecedentes de la agricultura familiar
La agricultura familiar tiene un papel fundamental en las
metas relacionadas con los Objetivos de Desarrollo Sostenible
ODS,  ya  que  está  estrechamente  ligada  a  la  seguridad
alimentaria  y  nutricional  mundial.

Siguiendo  los  lineamientos  internacionales,  Panamá  ejecutó
varios  proyectos  encaminados  a  fortalecer  este  sector,
iniciando la normativa en materia con la Resolución OAL-233-
ADM-2016 de 27 de junio de 2016, por medio de la cual el
Ministerio  de  Desarrollo  Agropecuario  (MIDA)  adoptó  el
concepto  de  agricultura  familiar,  se  definieron  las
actividades  productivas,  se  establecieron  los  criterios
límite, se definió los diferentes tipos, y se instruyó al MIDA
a mantener un registro de Agricultura Familiar, posteriormente
dictó la Resolución N°OAL-012-ADM-2018 del 2 de febrero de
2018, a través de la cual se reconoce al “Comité Nacional de
Agricultura Familiar (CONADAF).

Concepto de agricultura familiar
Entre las actividades productivas incluidas en el concepto de
agricultura familiar se incluye la la agricultura orgánica,
agroecológica y agroforestería comunitaria, la acuicultura, la
agro  industrialización,  artesanías,  actividades  de
conservación  y  manejo  forestal,  actividades  pecuarias  como
ganadería y especies menores, pesca artesanal, agroturismo, la
apicultura y otras actividades afines que sean reconocidas vía



reglamento.

El documento define la agricultura familiar como un modo de
vida sostenible, basado en actividades productivas donde se
involucran  a  los  miembros  de  la  familia,  con  el  fin  de
garantizar  la  seguridad  alimentaria  y  nutricional,  generar
ingresos  a  sus  hogares,  basada  en  la  conservación  del
medioambiente, la cultura y la tradición; y la transferencia
de conocimientos a las futuras generaciones.

Tipos de agricultores
De  acuerdo  al  Plan  Nacional  de  Agricultura  familiar  se
establecieron tres tipos de agricultores familiares

Tipo 1. Son agricultores familiares que producen solo
para el consumo, pero no logran cubrir en su totalidad
sus necesidades, y trabajan como empleados eventuales en
otras unidades productivas.
Tipo  2.  Agricultores  familiares  que  producen  lo  que
consumen  y  comercializan  pequeñas  cantidades  de
excedentes  a  mercados  locales  o  a  intermediarios.
Tipo 3. Agricultores familiares que  producen lo que
consumen, tienen vínculos con mercados, pero requieren
algún tipo de apoyo para fortalecer y ampliar estos 
vínculos.

Otras consideraciones
Aún se hace necesario que el MIDA reglamente las iniciativas
reguladas en la Ley, pero es un gran avance que el país le dé
el impulso que necesitan estas familias que se encuentran en
condiciones  de  vulnerabilidad  y  pobreza  para  que  puedan
cambiar su panorama y busquen a través de la actividad darle
sustento a su familia y mejorar su calidad de vida.

Entre los puntos a reglamentar están:

El Fondo Especial para el desarrollo de la agricultura



familiar el cual contará con un presupuesto de inversión
para coordinar, promover y fortalecer la actividad.
El  Registro  de  la  Agricultura  Familiar  servirá  para
identificar  de  manera  fácil  a  las  familias  que  se
dedican a la actividad y que serán los beneficiarios de
los proyectos que se ejecuten.
Comité Nacional de diálogo de la agricultura familiar
espacio  de  participación  e  integración  y  organismo
consultivo de las políticas públicas de la actividad.

 

Sandbox  regulatorio  y
transformación digital
El Consejo de Ministros aprobó el Proyecto de Ley para la
Transformación Digital del Sector Financiero por el que se
crea un banco de prueba o sandbox en el que las empresas
financieras  podrán  testar  sus  productos  en  un  entorno
controlado  antes  de  lanzarlos  al  mercado.

El documento, cuyo Anteproyecto comentamos en Progreso 16,
tiene por objeto la regulación de un entorno controlado de
pruebas  que  permita  llevar  a  la  práctica  proyectos
tecnológicos de innovación en el sistema financiero bajo la
vigilancia de alguna de las autoridades competentes[1] según
el  sector  concreto  sobre  el  que  incida  cada  proyecto
–bancario,  mercado  de  valores  o  seguros-.

Entre  los  principales  aspectos  que  contempla  el  Proyecto
destacan:
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Requisitos  de  acceso  al  entorno  de
pruebas
Podrán  acceder  al  espacio  controlado  de  pruebas  aquellos
proyectos promovidos por cualquier persona física o jurídica
que solicite la iniciación de un proyecto piloto propio -
incluidas  empresas  tecnológicas,  entidades  financieras,
asociaciones representativas de intereses, centros públicos o
privados  de  investigación  y  cualquier  otro  interesado  que
aporten una innovación de base tecnológica aplicable en el
sistema  financiero  y  que  se  encuentren  suficientemente
avanzados para probarse. En este sentido, la norma precisa que
se  entenderá  que  se  encuentran  suficientemente  avanzados
aquellos proyectos que presenten un prototipo que ofrezca una
funcionalidad  mínima,  aunque  esté  incompleta  respecto  a
posteriores versiones, para comprobar su utilidad y permitir
su viabilidad futura.

Adicionalmente, los proyectos innovadores deberán aportar un
valor añadido sobre los usos ya existentes en al menos uno de
los siguientes aspectos:

Facilitar el cumplimiento normativo mediante la mejora u
homogeneización de procesos u otros instrumentos;
Suponer  un  beneficio  para  los  usuarios  de  servicios
financieros: reducción de los costes, refuerzo de la
protección del cliente y mejora de las condiciones de
acceso  y  disponibilidad  de  la  prestación  de  estos
servicios
Aumentar la eficiencia de entidades o mercados
Proporcionar mecanismos para la mejora de la regulación
o el mejor ejercicio de la supervisión financiera.

La  norma  prevé  asimismo,  que  las  autoridades  supervisoras
tendrán en consideración el impacto que el proyecto pueda
tener en el sistema financiero español.



Protocolo de pruebas
Tras recibir una evaluación previa favorable, en el plazo de
tres meses de su publicación, se suscribirá un protocolo de
pruebas  entre  el  promotor  y  la  autoridad  supervisora.  El
proyecto decaerá si transcurrido este plazo el protocolo no se
ha suscrito.

Este protocolo establecerá las normas y condiciones a las que
se sujetará el proyecto piloto en el que se desarrollarán las
pruebas e incluirá, entre otras: la limitación en cuanto al
volumen de usuarios y operaciones, importe de estas últimas,
tiempo de realización de las pruebas; la forma en la que se
llevará a cabo el seguimiento de las pruebas; las fases del
proyecto, duración y los objetivos a alcanzar en cada una de
ellas; los recursos con los que tendrá que contar el promotor
para llevar a cabo las pruebas; y un completo sistema de
garantías e indemnizaciones.

Una vez aprobado el protocolo de pruebas, el promotor deberá
recabar el consentimiento informado de los participantes y a
activar el sistema de garantías e indemnizaciones previsto.

Régimen de garantías
El Proyecto regula asimismo un régimen de garantías que debe
formar  parte  del  Protocolo  de  pruebas.  Este  régimen  de
garantías  establece  aspectos  relacionados  con  el
consentimiento,  protección  de  datos  personales  y
confidencialidad. En este sentido, los participantes deberán
firmar un documento informativo único en el que se detallará
información relativa a la prueba y mediante la firma de este
documento, los participantes manifestarán su libre voluntad de
participar en las pruebas.

También  se  reconoce  que  la  responsabilidad  por  los  daños
sufridos  por  los  participantes  como  consecuencia  de  su
intervención en las pruebas será exclusivamente del promotor



cuando se produzcan por un incumplimiento suyo del protocolo,
se deriven de riesgos no informados por él o cuando medie
culpa o negligencia por su parte.

Además,  el  protocolo  podrá  incluir  cláusulas  de
confidencialidad y secreto empresarial, así como disposiciones
sobre los derechos de propiedad industrial e intelectual o
secretos empresariales que pudieran verse afectados durante la
realización de las pruebas.

La Ley facilitará a las entidades financieras y consumidores
el proceso innovador facilitando el acceso de las empresas a
la financiación, aumentando la eficiencia, la calidad de los
servicios y la seguridad y protección frente a los nuevos
riesgos tecnológicos en el ámbito financiero.

 

[1]Banco de España, Comisión Nacional del Mercado de Valores y
Dirección General de Seguros y Fondos de Pensiones

 

Ley de garantías mobiliarias
La Ley núm. 45-20, sobre Garantías Mobiliarias de República
Dominicana, fue promulgada el 10 de febrero de 2020 y entrará
en vigor diez meses después de su publicación en la Gaceta
Oficial. A partir de esta fecha, deberá implementarse con el
reglamento para su operación, que será emitido por el Poder
Ejecutivo a solicitud del Ministerio de Industria y Comercio y
Mipymes, y con las demás disposiciones complementarias que se
emitan para su operatividad.
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Esta Ley es un modelo importado del derecho anglosajón; es
funcional y se aleja de las formalidades del derecho francés,
del cual deriva el derecho dominicano.

El objetivo de la norma es la estandarización del régimen
jurídico de las garantías mobiliarias (el crédito), así como
el sistema legal unitario para la constitución, efectividad,
publicidad,  registro,  prelación,  ejecución  y  todo  lo
relacionado con las mismas. Es de aplicación nacional con
funcionalidad  contractual  o  pacto  entre  las  partes,  por
disposición de la ley o por disposición judicial.

Según se dispone, estas garantías se pueden constituir sobre
los  derechos  patrimoniales  derivados  de  la  propiedad
intelectual, derecho al pago de dinero en virtud de depósitos
y líneas de crédito, de la calidad de socio sobre acciones,
cuotas y partes de interés o participaciones representativas
del capital de sociedades civiles o mercantiles. Asimismo, se
pueden  constituir  garantías  mobiliarias  sobre  bienes  y
derechos futuros.

Respecto los requisitos para la efectividad e implementación
del contrato o pacto que constituya una garantía mobiliaria,
la Ley reconoce, entre otros, los siguientes:

Nombre, denominación o razón social del deudor garante y
del acreedor     garantizado, así como sus documentos de
identidad;
Número de inscripción asignado en el registro, según
corresponda;
Manifestación  que  contenga  la  constitución  de  la
garantía mobiliaria;
Monto máximo garantizado por la garantía mobiliaria o la
forma de determinar esa cantidad
Descripción de los bienes en garantía y de los bienes
derivados
Autorización del deudor garante al acreedor garantizado
para la inscripción de la garantía mobiliaria



Cabe destacar que la garantía mobiliaria debe ser registrada y
publicada en el Sistema Electrónico de Garantías Mobiliarias
(SEGM), un archivo electrónico de acceso remoto. La plataforma
que contiene este archivo estará regida por el reglamento de
aplicación.  Dicho  registro  o  inscripción  de  una  garantía
mobiliaria en el SEGM tendrá una vigencia de cinco años y
podrá ser renovado por un plazo igual al pactado inicialmente
acordado por las partes o periodos adicionales.

Una de las particularidades de la ley es que abre un abanico
de posibilidades para que los prestamistas informales puedan
igualarse en cuanto a la conservación de las garantías, a las
entidades de intermediación financiera, así como a cualquier
empresa y /o negocio, que incursione en el área de préstamos
con garantías mobiliarias.

Jorge  Mogrovejo,  Deputy
Superintendent  of  Peru’s
Banking, Insurance & Private
Pension Fund Authority
Jorge Mogrovejo, has been the Deputy Superintendent of Peru’s
Banking, Insurance & Private Pension Fund Authority since May
2019.   He  holds  a  master’s  degree  in  Economic  Policy
Management from Columbia University (New York), degrees in
Economics and Law from the Pontifical Catholic University of
Peru  and  has  extensive  experience  in  both  national  and
international  banking  supervision.   He  was  the  Senior
Financial  Sector  Specialist  at  the  Financial  Stability
Institute (FSI) of the Bank of International Settlements (BIS)
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in Basel, Switzerland, and held roles as Deputy Superintendent
of Risk, Deputy Superintendent of International Affairs and
Training, as well as Deputy Superintendent of the AFP (Pension
Funds Administrators) of Peru.

1. The coronavirus has guided the legal activity of the SBS in
the last few months. Of all the measures adopted, which do you
consider  has  had  the  highest  impact  for  the  microfinance
sector?

The measure with the highest impact was to permit financial
entities to allow for massive rescheduling of obligations of
debtors with good credit rating. In a situation as the one
generated by the COVID-19 pandemic, there would have been many
debtor  breaches  of  contract  caused  by  social  isolation
considering many clients are not able to make their payments
normally. Those breaches (due to reasons beyond the debtor’s
control) would have accrued interest, penalties, and damaged
the  debtor’s  credit  rating.  Such  credits  would  have  been
considered  as  ‘refinanced’  at  a  later  stage,  as  debtor’s
classification  and  provision  regulations  state  that
rescheduling of credits or amendments on installments has to
be considered ‘refinanced’.

The  Superintendency´s  authorization  to  allow  for  massive
rescheduling  made  it  possible  for  financial  entities  to
anticipate  debtor’s  requests  for  amendments  (avoiding
converting them to ‘refinanced’), allowing a 2 to 3-month
grace period, transferring such instalments to the end of the
payment schedules (rescheduling) or distributing the amount
within the pending installments (without rescheduling). All of
this while maintaining the debtor’s credit rating and the
financial  entity  accruing  interests  during  the  quarantine
period.

The challenge for financial entities post-quarantine will be
to confirm the debtor’s situation, their capacity to generate
profits again (and continue with debt payments), prepare for



refinancing or make provisions, as needed.

2. What other measures are you considering to recover the
microfinance sector?

The Government, through the Department of Finance and Economy,
has launched a program called ‘Fondo de Apoyo Empresarial a la
Micro y Pequeña Empresa’ (FAE-MYPE) to support micro and small
businesses. It funds working capital credits, guaranteed by
the State from 90% to 98% of the full credit. That way the
microfinance  entities  would  be  able  to  finance  their  MSE
clients going through difficulties due to COVID-19 to restart
their business, with a low risk (between 2 -10%), while being
funded at very low interest rates by the State Bank. The
maximum amount of the credits are twice the amount of working
capital supplied by a financial entity in 2019 with a US 8,700
cap. The funding is assigned to the financial entities through
a bidding process.

3. This health crisis has shown the need to use technology in
many  sectors.  What  measures  are  being  considered  in  the
financial sector to promote the use of technology with an
impact in financial inclusion?    

The economic crisis generated by COVID-19 led the government
to adopt various social support measures such as cash coupons
to vulnerable people and families during the quarantine from
March 16th. Its delivery was difficult due to the low level of
financial inclusion (43% of adults have a bank account and for
the poorest 40% the percentage drops to 27%). That meant that
most payments were done in cash at the bank offices, creating
long lines and crowds at a time when social distancing is
required.

Banked  beneficiaries  can  use  payment  apps  associated  with
their  bank  account  to  receive  and  make  payments.  The
government,  in  an  effort  to  increase  financial  inclusion
during this pandemic, issued an Emergency Decree to facilitate



the opening of bank accounts massively, without the initial
authorization  of  the  owner,  so  that  the  payments  to
beneficiaries of various programs can be done straight away.
Moreover, once the consent is given, they can use the account
for further transactions.

The beneficiary of the government coupons goes only once to
the bank office (to pick up the debit card) or can use apps on
their smartphones. Payments of the social coupon using for the
first time these new accounts are currently being processed.

4.  To  face  new  challenges,  are  you  considering  adopting
measures to promote innovation, such as those being considered
by  European  authorities,  e.g.  “innovation  hubs”  where  all
interested parties can gather (regulators, financial entities,
start-ups…); or measures like sandboxes where technology can
be tested as part of a pilot program, where the regulator
participates  as  an  observer  to  analyze  the  regulatory
implications?

Recently, in January 2020, the Government issued the Emergency
Decree 013-2020, which included an amendment to the Banking
Law introducing the use of sandboxes: “The Superintendency may
establish, within the scope of its supervisory duties assigned
by this law or others, temporary transactions or activities
through  innovation  methods,  issuing  applicable  regulatory
waivers  to  the  people  or  companies  conducting  such
transactions, as well as other necessary actions needed for
its implementation”.

This article of Banking Law makes it possible to regulate
procedures more expeditiously in order to launch new products
or technologies by method of “trial and error” using a reduced
number of clients or small transactions. Such pilot programs
are less expensive to implement and allow a better adaptation
of  the  products  which  have  been  successful  in  other
jurisdictions but require greater efforts of adaptation.



Unfortunately,  the  current  situation  has  frozen  various
innovation  projects  until  economic  recovery  nears  February
2020 levels. It is also true that the pandemic is going to
change (end) various business models and create a new focus on
the intensive use of technology.

5. In the last few years, we have seen the regulation of new
financial strategies. Do you see crowdfunding or crowdlending
having a niche market in the microfinance sector?

The previously mentioned Emergency Decree 013-2020 of January
2020,  also  incorporated  crowdfunding  under  the  name  of
“Financiamiento  Participativo  Financiero”.  The  management
companies of the crowdfunding platforms are supervised and
regulated by the Financial Market Supervisor (Superintendencia
del Mercado de Valores).

For this “Financiamiento Participativo Financiero” to occur,
as described in the Decree, the beneficiary of the funding
should  request  it  by  name  (either  a  personal  project  or
entrepreneurial). The projects should be targeted to a variety
of investors, have a target of financing and a deadline for
accepting  the  investments.  The  risk  of  the  investment  is
disclosed by the notice stating that the management company is
not responsible for the success of the project or of its
profitability.  The  same  crowdfunding  project  cannot  be
published in more than one platform.

Crowdfunding could be a financial alternative for microfinance
if the projects group various similar microfinance ventures or
if they have vertical integration. In order to raise funds in
this modality, the scale of the transaction is important;
small and individual microfinance credits are not viable.



Reglamento de la Ley General
de Bodegueros
El  pasado  mes  de  mayo  se  establecieron  las  disposiciones
reglamentarias de la Ley General de Bodegueros para impulsar y
apoyar a la actividad de estas unidades productivas.

Este Decreto desarrolla la Ley Nº 30877, comentada en Progreso
18, reconoce el valor social de la actividad bodeguera y,
siguiendo el espíritu de la norma que reglamenta, contempla
los siguientes aspectos:

Licencias de funcionamiento
Se reconoce el otorgamiento de una licencia provisional
de  funcionamiento  con  una  vigencia  de  doce  meses.
Vencido  este  plazo,  y  no  habiendo  detectado
irregularidades, o habiéndose detectado, éstas hubieren
sido subsanadas, se emite y notifica la licencia de
funcionamiento  definitiva  de  manera  automática  y
gratuita. La licencia provisional de funcionamiento solo
se otorgará a las bodegas que realizan sus actividades
en un área total no mayor de 50 m2, calificadas de
riesgo  bajo,  conformados  por  uno  o  más  ambientes
contiguos de una vivienda, con frente o acceso directo
desde la vía pública; y, ubicado en el primer o segundo
piso de la misma.

Capacitación y asistencia técnica
Se prevé la elaboración de manuales y guías de buenas
prácticas bodegueras, por parte del Ministerio de la
Producción  (PRODUCE)  para  la  capacitación,  asistencia
técnica y estandarización de procesos en beneficio de
los bodegueros y de los consumidores finales. La norma
establece  además,  ciertos  lineamientos  para  brindar
estos servicios de capacitación y asistencia técnica en
materia  de  gestión  empresarial,  presencia  digital,

https://www.fundacionmicrofinanzasbbva.org/revistaprogreso/en/16092/
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desarrollo productivo y financiamiento.

Nuevas tecnologías
Se promueve el uso de la tecnología para facilitar el
funcionamiento  de  las  bodegas.  A  estos  efectos,  se
implementa una Plataforma Digital Bodeguera por medio de
la  cual  los  bodegueros  registrados  en  el  Registro
Nacional de Bodegueros podrán acceder a los servicios de
capacitación  y  asistencia  técnica  ofrecidos,  estarán
informados sobre los servicios y/o instrumentos públicos
que se ponen a disposición de los bodegueros y podrán
formular  consultas  online.  Asimismo,  se  reconoce  la
promoción  de  servicios  tecnológicos  para  acceder  a
herramientas  y  servicios  digitales  que  facilitan  la
gestión  del  negocio;  haciéndola  más  eficiente  y
fortaleciendo  las  capacidades  digitales  de  los
bodegueros  que  contribuyan  con  el  aumento  de  su
productividad.  Por  otro  lado,  el  Decreto  prevé
herramientas tecnológicas para el procesamiento de pagos
electrónicos y/o digitales, así como la utilización de
tipo de cambio  y comprobantes de pago electrónicos, con
el  fin  de  incrementar  el  número  de  transacciones
comerciales  de  las  bodegas.

Inclusión financiera
La norma reconoce el fomento de la inclusión financiera
a  través  de  la  implementación  de  mecanismos  e
instrumentos para el acceso de los bodegueros a los
productos y/o servicios financieros, con el objetivo de
canalizar recursos para capital de trabajo, activo fijo
y mejora de los locales donde desarrollan su actividad.
En concreto, PRODUCE promoverá la inclusión financiera y
el  acceso  al  financiamiento  de  los  bodegueros
debidamente  bancarizados,  a  través  de  fondos  de
garantías complementarias, tales como el Fondo Crecer,
Fondo de Desarrollo de la Micro y Pequeña Empresa, entre
otros,  con  la  finalidad  de  que  accedan  en  mejores



condiciones al sistema financiero.

Emisiones  cero  en  la  Unión
Europea: propuesta de Ley del
Clima
La Comisión Europea propone una Ley del Clima con la que se
pretende alcanzar emisiones netas de gases efecto invernadero
cero tras años de compromisos y acuerdos.

Los primeros experimentos de John Tyndall (1859) con ciertos
gases que emitían radiación visible e infrarroja demostraron
que el cambio en la concentración de los gases de la atmósfera
producía el llamado “calentamiento global“. Tras más de un
siglo de estudios e investigaciones científicas es evidente
que el incremento en la concentración de los gases de efecto
invernadero (GEI) y del cambio climático en nuestro planeta es
causado por el impacto antropogénico del ser humano. Es por
esto que se ha venido cambiando la percepción sobre el futuro,
buscando, cada vez más, la manera de reinventarse para llegar
a un equilibrio entre los seres vivos y el planeta.

En 2015 se firma el Acuerdo de París, por el cual 195 países
se comprometen a establecer medidas para la reducción de las
emisiones  de  GEI,  a  través  de  medidas  de  mitigación,
adaptación y resiliencia de los ecosistemas. No es hasta el 4
de marzo de 2020, cuando la Unión Europea (UE) da el primer
paso y propone la “Ley Europea del Clima” con el fin de
convertir este compromiso político en una obligación jurídica
y en un incentivo para un futuro más sostenible.

Esta nueva ley tiene un ambicioso objetivo: alcanzar un nivel

https://www.fundacionmicrofinanzasbbva.org/revistaprogreso/en/emisiones-cero-la-union-europea-propuesta-ley-del-clima/
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de cero emisiones netas de gases de efecto invernadero en la
UE para 2050, estableciendo un marco para la reducción gradual
e irreversible de los GEI, centrando sus esfuerzos en varias
medidas:

Establecer el objetivo de cero emisiones netas de GEI de
aquí a 2050 para todos los Estados miembros, tomando
como referencias las emisiones de 1990. Para septiembre
2020, reafirmará su compromiso con las metas a 2030 y se
ampliará su objetivo para que en el periodo 2021-2030,
se reduzcan entre un 50% y un 55% las emisiones de GEI,
promoviendo  la  inversión  en  una  transición  justa,
tecnologías verdes y la protección del entorno natural.
Evaluar  las  legislaciones  de  la  UE  y  los  Estados
miembros  para  Junio  2021,  para  conocer  la  situación
actual de los Estados miembros respecto al logro de los
Objetivos 2030. Así mismo, la Comisión Europea estará
facultada  para  emitir  recomendaciones  a  los  Estados
miembros  para  garantizar  la  trayectoria  hacia  la
neutralidad  en  2050.
Realizar un seguimiento a partir de septiembre 2023 y,
cada  5  años,  de  los  avances  acorde  a  los  objetivos
marcados  anteriormente  para  cada  uno  de  los  Estados
miembros y el balance mundial sobre el logro del Acuerdo
de París.
Por  último,  se  exigirá  a  los  Estados  miembros  que
desarrollen  y  apliquen  una  estrategia  y  un  plan  de
adaptación para reforzar la resiliencia y reducir la
vulnerabilidad ante los efectos del cambio climático.

La Comisión Europea propone la Ley Europea del Clima como
parte de la hoja de ruta del Pacto Verde Europeo que asumió en
diciembre  2019,  haciendo  jurídicamente  vinculante  su
compromiso en lograr una transición justa hacia una economía
más sostenible y reforzando su objetivo de la neutralidad de
la UE para el 2050. Siendo el primer continente en tomar esta
iniciativa  y  demostrar  que  se  puede  ser  sostenible  y



competitivo por el bien del planeta y la vida que sostiene. Se
hace un llamamiento a la participación activa de todos los
actores  de  la  sociedad,  gobiernos,  empresas  y  futuras
generaciones, y se procura una integración de los esfuerzos
entre  todos  los  Estados  miembros  de  la  Unión  Europea.
Sirviendo  de  ejemplo  a  otras  naciones  para  que  sumen  sus
compromisos y llamada a la acción de todos.

En esta dirección la Fundación Microfinanzas BBVA, en línea
con  su  propósito  de  lograr  “el  desarrollo  sostenible  de
personas  en  vulnerabilidad  que  cuentan  con  actividades
productivas”, ha afianzado su compromiso con un futuro más
sostenible, mediante su adhesión a los Principios de Banca
Responsable de Naciones Unidas, que refuerza su contribución a
los Objetivos de Desarrollo Sostenible y al Acuerdo de París.
Es  por  esto  que  ha  incorporado  la  sostenibilidad
medioambiental como una línea estratégica del Grupo y centra
sus esfuerzos en promover acciones positivas para el entorno
natural,  a  través  de  sus  actividades  y  la  de  sus
emprendedores. Además, traslada buenas prácticas en materia
medioambiental  en  el  sector  financiero  latinoamericano,
logrando que nuevas regiones y naciones den un paso más hacia
un futuro más sostenible para todos.

Política  Nacional  de
Inclusión  Financiera
2020-2024
El  pasado  mes  de  marzo  el  Consejo  Nacional  de  Inclusión
Financiera y el Comité de Educación Financiera publicaron la
Política Nacional de Inclusión Financiera (PNIF) 2020-2024 con
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el objetivo de fortalecer la salud financiera de la población
mexicana.

La revisión de esta política se justifica por la necesidad de
consolidar en un solo documento la PNIF y la Encuesta Nacional
de Educación Financiera (ENEF), incorporar en el diseño de la
Política las opiniones de actores involucrados, contar con
indicadores específicos para cada objetivo de la PNIF, así
como para reforzar las acciones necesarias para el desarrollo
de los modelos de negocio en el entorno de la Ley Fintech.

El documento comienza de una manera peculiar al describir la
situación  mexicana  en  el  año  2030;  es  decir,  dibuja  el
panorama  al  que  se  quiere  llegar  tras  el  logro  de  los
objetivos fijados a lo largo del texto mediante estrategias
determinadas para cada uno de ellos.

El fortalecimiento de la salud financiera de la población
mexicana a través del incremento en el acceso del sistema
financiero, objetivo general de la PNIF, se desglosa en otros
más  específicos  como  el  aumento  de  los  pagos  digitales  y
competencias  económico-financieras  de  los  mexicanos,  el
fortalecimiento de mecanismos de protección financiera o la
promoción de la inclusión financiera de personas en situación
de vulnerabilidad; en concreto: mujeres, migrantes, personas
mayores,  indígenas  y  población  rural.  Estos  objetivos
contemplan  líneas  de  acción  para  su  consecución  y  las
instituciones  responsables  para  ejecutarlas.

La PNIF identifica, por último, los riesgos tenidos en cuenta
para la elaboración de la Política con el fin de incorporar
acciones  para  mitigarlos  e  incluye  asimismo  un  mapeo
presupuestal de programas vinculados a la inclusión financiera
llevados a cabo durante el año 2019.

Consulta el documento aquí

https://www.afi-global.org/sites/default/files/publications/2020-03/Strategy_National_Financial_Inclusion_Strategy.pdf


Reporte  sobre  la  situación
del microcrédito en Colombia
A  finales  de  marzo,  el  Banco  Central  de  la  República  de
Colombia (BCRC) publicó un reporte sobre la situación del
microcrédito en el país considerando los resultados de la
Encuesta elaborada en el primer trimestre del año a entidades
que realizan actividades de intermediación de microcrédito[1].

La  encuesta,  diseñada  por  el  Departamento  de  Estabilidad
Financiera del BCRC junto con la Asociación Colombiana de
Instituciones Microfinancieras (Asomicrofinanzas), tiene por
objeto analizar el cambio en la percepción de oferta y demanda
del mercado de microcrédito, la evolución de las políticas de
asignación de préstamos y la evaluación del riesgo de crédito
de las entidades.

Las preguntas formuladas giran en torno al análisis de los
eventos  necesarios  para  aumentar  el  microcrédito  en  la
economía, los factores que impiden otorgar un mayor volumen de
microcréditos  o  los  tipos  de  restructuración  de  créditos
durante el último trimestre, entre otros.

Uno de los aspectos más significativos con el que concluye el
Reporte es el inmediato reflejo del cambio en las condiciones
de crédito como consecuencia del nuevo escenario ocasionado
por la COVID-19. Así, se percibe una caída en la demanda de
microcréditos, un aumento en los estándares para concederlos y
un mayor protagonismo de los canales digitales respecto a la
comunicación con los clientes.

 

Consulta el documento aquí.

https://www.fundacionmicrofinanzasbbva.org/revistaprogreso/en/reporte-la-situacion-del-microcredito-colombia/
https://www.fundacionmicrofinanzasbbva.org/revistaprogreso/en/reporte-la-situacion-del-microcredito-colombia/
https://repositorio.banrep.gov.co/bitstream/handle/20.500.12134/9840/Encuesta%20de%20microcre%cc%81dito_marzo%20de%202020.pdf?sequence=1&isAllowed=y


 

[1]En esta edición participaron 22 entidades, entre ellas,
Bancamía, que representan el 43,1% del total de aquellas que
otorgan  microcréditos  y  que  incluyen  además  de  aquellas
supervisadas por la Superintendencia Financiera de Colombia
(SFC), las que no lo están.

 

 

Ley  Orgánica  de
emprendimiento e innovación
El pasado 28 de febrero se publicó en el Registro Oficial de
Ecuador la Ley Orgánica de emprendimiento e innovación que
establece el marco normativo para fomentar el emprendimiento,
la innovación y el desarrollo tecnológico.

La norma, cuyo Proyecto comentamos en Progreso 18, pretende
promover  una  cultura  emprendedora  e  implementa  nuevas
modalidades societarias y de financiamiento que fortalecen el
ecosistema emprendedor. Entre los aspectos que regula la norma
destacan los siguientes:

Emprendimiento e innovación

Tal y como define la norma, se entiende por emprendimiento
aquel  proyecto  con  una  antigüedad  menor  a  cinco  años  que
requiere recursos para cubrir una necesidad o aprovechar una
oportunidad  y  que  necesita  ser  organizado  y  desarrollado,
tiene riesgos y su finalidad es generar utilidad, empleo y
desarrollo. Respecto a la innovación, el texto la definie como
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el  proceso  creativo  mediante  elcual  se  genera  un  nuevo
producto, diseño, proceso, servicio, método u organización, o
añade valor a los existentes.

Fomento a la cultura y educación emprendedora

Se  contemplan  los  objetivos  necesarios  para  la  formación
teórica  y  práctica  para  el  emprendimiento.  Entre  ellos:
mejorar  las  capacidades  que  permitan  emprender  con  éxito
iniciativas productivas o promover la educación financiera en
instituciones de educación básica, secundaria y superior.

Fuentes alternativas de financiamiento y garantías

La  norma  crea  el  Registro  Nacional  de  Emprendedores,  un
instrumento que permitirá tener un acceso preferencial a los
servicios financieros y a los fondos de inversión públicos a
aquellos emprendedores que consten inscritos.

Así, la Ley permite acceder a fondos estatales para capital
semilla (inversiones de recursos en la fase inicial de un
proyecto),  capital  riesgo  (inversión  que  consiste  en  la
participación en el capital social de un emprendimiento) y a
las inversiones ángel (aporte de capital y/o conocimientos
técnicos  por  parte  de  personas  naturales,  jurídicas  o
fideicomisos, a emprendedores que quieran poner en marcha un
proyecto empresaria).

Crowdfunding

La  norma  regula  además  las  plataformas  de  fondos
colaborativos, sociedades mercantiles cuyo objeto social es la
búsqueda de financiamiento de proyectos a través plataformas,
poniendo en contacto a promotores de proyectos que demandan
fondos  con  inversores  que  buscan  en  la  inversión,  un
rendimiento  o  la  compra  de  un  bien  o  servicio.

Se distinguen cinco categorías entre estas plataformas: de
donación,  recompensa,  precompra,  inversión  en  acciones  y



financiamiento reembolsable y la ley les permite el cobro de
comisiones siempre que hayan sido publicadas.

Sociedades por Acciones Simplificadas (S.A.S)

La norma crea una nueva sociedad de capital, la Sociedad por
Acciones  Simplificadas  (S.A.S.).  Las  S.A.S.  son  sociedades
dirigidas a emprendedores quienes se verán beneficiados al ver
limitada su exposición de responsabilidad hasta la cantidad de
su aportación.

Estas sociedades podrán constituirse por una o varias personas
naturales  o  jurídicas,  tienen  carácter  mercantil  y  sus
acciones no podrán negociarse en bolsa. Respecto al ámbito
objetivo  de  su  actuación,  la  norma  exlcuye  todo  tipo  de
actividades  relacionadas  con  operaciones  financieras,  de
mercado de valores o seguros.

La Agenda 2030 en el nuevo
contexto mundial y regional
El pasado mes de abril la Comisión Económica para América
Latina y el Caribe (CEPAL) publicó un documento en el que se
contemplan los escenarios y proyecciones de la Agenda 2030 en
el nuevo contexto mundial y regional surgido como consecuencia
de la crisis de la COVID-19.

Esta publicación[1] analiza el grado de avance de la región
respecto a la implementación de los Objetivos de Desarrollo
Sostenible  (ODS),  analiza  los  efectos  de  la  COVID-19  que
impactan en cada una de sus metas y pone de relieve que ahora,
más  que  nunca,  la  Agenda  2030  sigue  estando  presente  al
constituir la base para avanzar hacia un desarrollo en la

https://www.fundacionmicrofinanzasbbva.org/revistaprogreso/en/la-agenda-2030-nuevo-contexto-mundial-regional/
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región.

De acuerdo con la información examinada para la elaboración
del  informe,  el  contexto  internacional  y  la  realidad
latinoamericana se han vuelto más difíciles para avanzar hacia
el  logro  de  los  ODS.  Así,  tal  y  como  se  afirma  en  el
documento,  en  el  escenario  internacional  actual,  la
desaceleración  del  crecimiento  económico,  la  creciente
desigualdad y la débil respuesta a la emergencia ambiental se
han traducido en un fuerte resurgimiento de las tendencias
proteccionistas que carecen de una visión que trascienda lo
nacional.

Ante  este  panorama  poco  alentador,  la  CEPAL  propone
implementar acciones vinculadas entre sí: un estímulo fiscal
coordinado  internacionalmente  para  apoyar  los  servicios  de
salud y proteger los empleos, el mantenimiento de las cadenas
internacionales  de  suministro,  -particularmente  las  de
medicinas,  alimentos  y  energía-;  el  fortalecimiento  de
mecanismos para asegurar la liquidez de las empresas, o el
aplazamiento del servicio de la deuda externa de países muy
endeudados; entre otras.

La conclusión de la publicación reviste un matiz positivo:
aunque la integralidad de la Agenda 2030 está en riesgo, la
pandemia de la COVID-19 puede suponer una oportunidad para
recordar los beneficios del multilateralismo y fortalecer las
acciones hacia el modelo de desarrollo sostenible e inclusivo
propugnado por los ODS. Es más, la Cuarta Reunión del Foro de
los Países de América Latina y el Caribe sobre el Desarrollo
Sostenible[2]  deberá  ser  una  instancia  fértil  que  permita
superar los modelos que debilitaron la capacidad de respuesta
ante la presente crisis sanitaria y humanitaria.

Consulta el documento aquí.

 

[1]La Agenda 2030 para el Desarrollo Sostenible en el nuevo

https://www.cepal.org/es/publicaciones/45336-la-agenda-2030-desarrollo-sostenible-nuevo-contexto-mundial-regional-escenarios


contexto mundial y regional: escenarios y proyecciones en la
presente crisis (LC/PUB.2020/5), Santiago, 2020.

[2]Su  celebración  (marzo  de  2020)  fue  pospuesta  como
consecuencia  de  la  COVID-19

 

Inclusión  financiera  y
transacciones electrónicas
El Gobierno Nacional expidió el Decreto 222 con el fin de
promover la inclusión financiera y fomentar la digitalización
de las transacciones. La norma, que modifica el Decreto 2555
de  2010  -a  su  vez  modificado  por  el  Decreto  034-2015  y
comentado  en  Progreso  3-,  introduce  diversos  cambios  en
materia  de  Depósitos  Electrónicos  y  Cuentas  de  Ahorro
Electrónicas,  o  en  el  régimen  de  Corresponsalía  Bancaria,
entre otros.

Los aspectos más relevantes establecidos en la norma son:

-Depósitos:  se  unifica  la  regulación  de  los  productos  de
pasivos  y  se  distingue  entre  (i)  depósitos  ordinarios,
depósitos a la vista a nombre de personas naturales y personas
jurídicas y (ii) depósitos de bajo monto que, a diferencia de
los depósitos ordinarios, su saldo máximo no puede exceder de
8 (SMLMV), el consumidor financiero solo podrá ser titular de
un depósito de este tipo en cada entidad y cuenta con una
subcategoría denominada depósitos de bajo monto inclusivos.

-Créditos de consumo de bajo monto: se incrementa el cupo
máximo del crédito a 4 salarios mínimos legales mensuales

https://www.fundacionmicrofinanzasbbva.org/revistaprogreso/en/inclusion-financiera-transacciones-electronicas/
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vigentes (SMLMV) o hasta 8 SMLMV si la Superfinanciera lo
autoriza. Además, se permite que tengan un carácter rotativo y
elimina el plazo máximo de pago de 36 meses.

-Corresponsalía:  se  fortalece  el  canal  físico  de  la
corresponsalía  (actualmente  ofrecida  a  través  de  comercios
como droguerías o tiendas de barri1o) habilitando esquemas de
corresponsalía móvil y digital. Así, los corresponsales podrán
ofrecer  los  servicios  de  las  entidades  financieras
desplazándose  hasta  el  lugar  laboral  o  de  residencia  del
consumidor o por medio de APPs o plataformas digitales con
interfaces amigables y sencillas que mejoren la experiencia
del  usuario.  Además,  se  mejora  la  liquidez  de  los
corresponsales, ya que el cupo otorgado al corresponsal podrá
ser  de  él  mismo.  Se  elimina  la  autorización  previa  del
contrato de corresponsalía por parte de la Superfinanciera y
permite la innovación en la prestación de servicios a través
de este canal.

Con estas novedades, el Ejecutivo pretende la extensión de la
presencia del sector financiero en todo el territorio, en
particular en las zonas rurales facilitando el uso de los
servicios que dicho sector ofrece.

Inclusión  financiera  y
transacciones electrónicas
El Gobierno Nacional expidió el Decreto 222 con el fin de
promover la inclusión financiera y fomentar la digitalización
de las transacciones. La norma, que modifica el Decreto 2555
de  2010  -a  su  vez  modificado  por  el  Decreto  034-2015  y
comentado  en  Progreso  3-,  introduce  diversos  cambios  en
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materia  de  Depósitos  Electrónicos  y  Cuentas  de  Ahorro
Electrónicas,  o  en  el  régimen  de  Corresponsalía  Bancaria,
entre otros.

Los aspectos más relevantes establecidos en la norma son:

–Depósitos:  se  unifica  la  regulación  de  los  productos  de
pasivos  y  se  distingue  entre  (i)  depósitos  ordinarios,
depósitos a la vista a nombre de personas naturales y personas
jurídicas y (ii) depósitos de bajo monto que, a diferencia de
los depósitos ordinarios, su saldo máximo no puede exceder de
8 (SMLMV), el consumidor financiero solo podrá ser titular de
un depósito de este tipo en cada entidad y cuenta con una
subcategoría denominada depósitos de bajo monto inclusivos.

–Créditos de consumo de bajo monto: se incrementa el cupo
máximo del crédito a 4 salarios mínimos legales mensuales
vigentes (SMLMV) o hasta 8 SMLMV si la Superfinanciera lo
autoriza. Además, se permite que tengan un carácter rotativo y
elimina el plazo máximo de pago de 36 meses.

–Corresponsalía:  se  fortalece  el  canal  físico  de  la
corresponsalía  (actualmente  ofrecida  a  través  de  comercios
como droguerías o tiendas de barri1o) habilitando esquemas de
corresponsalía móvil y digital. Así, los corresponsales podrán
ofrecer  los  servicios  de  las  entidades  financieras
desplazándose  hasta  el  lugar  laboral  o  de  residencia  del
consumidor o por medio de APPs o plataformas digitales con
interfaces amigables y sencillas que mejoren la experiencia
del  usuario.  Además,  se  mejora  la  liquidez  de  los
corresponsales, ya que el cupo otorgado al corresponsal podrá
ser  de  él  mismo.  Se  elimina  la  autorización  previa  del
contrato de corresponsalía por parte de la Superfinanciera y
permite la innovación en la prestación de servicios a través
de este canal.

Con estas novedades, el Ejecutivo pretende la extensión de la
presencia del sector financiero en todo el territorio, en



particular en las zonas rurales facilitando el uso de los
servicios que dicho sector ofrece.

 

 


